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A LA MESA DE LA COMISIÓN DE JUSTICIA

El GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (EAJ-PNV), al amparo de lo dispuesto en el artículo 109 y siguientes del Reglamento del Congreso de los Diputados presenta las siguientes enmiendas al articulado del PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)

Congreso de los Diputados, a 27 de noviembre de 2014
EL PORTAVOZ

AITOR ESTEBAN BRAVO
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DE LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)  
Se propone la supresión de la Exposición de Motivos, que deberá ser redactada de acuerdo al resultado de la tramitación parlamentaria

JUSTIFICACIÓN

SUPRESION PPR: Se propone la supresión de la Prisión permanente revisable por no hallarse justificada desde razones de política criminal y por considerarla inconstitucional por varios motivos. Atenta contra la dignidad de los seres humanos (art. 10 CE). Atenta contra la prohibición de penas inhumanas y tratos crueles y degradantes (art. 15 CE). Vulnera el mandato constitucional de que las penas estén orientadas a la reeducación y reinserción social (art. 25.2 CE) y rompe peligrosamente con uno de los consensos constitucionales de 1978 de no establecer la cadena perpetua. Vulnera el principio constitucional de legalidad establecido en el art. 25.1 CE. Y, finalmente, existen posibilidades de error judicial que sería irreparable.

PERIODOS DE SEGURIDAD: Se suprimen los actuales periodos de seguridad necesarios para acceder al tercer grado penitenciario, por constituir una limitación inadecuada de la fina.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  TERCERO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la supresión del apartado tercero del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica el artículo 6.2 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, manteniendo la redacción vigente del siguiente tenor: 

“Tercero. Se modifica el apartado 2 del artículo 6, que queda redactado como sigue: 


"2. Las medidas de seguridad no podrán exceder el límite de lo necesario para prevenir la peligrosidad del autor."

JUSTIFICACIÓN

Las medidas de seguridad no pueden mensurarse con conceptos tan inconcretos como “prevenir la peligrosidad del autor”.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO DECIMOQUINTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065) 

Se propone la modificación del apartado decimoquinto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica el artículo 25 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:
Decimoquinto. Se modifica el artículo 25, que queda redactado del siguiente modo:

 

"A los efectos de este Código se entiende por ''discapacidad'' aquella situación en que se encuentra una persona con deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales de carácter permanente que, al interactuar con diversas barreras, puedan limitar o impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás...
(RESTO IGUAL)”.

JUSTIFICACIÓN

La discapacidad puede ser permanente o no a efectos de la comisión de un delitos.
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO VIGÉSIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)  
Se propone la modificación del apartado vigésimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica el artículo 31bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, suprimiendo los números 2,3,4 y 5 del citado artículo que quedará redactado como sigue:
“En los supuestos previstos en este Código, las personas jurídicas serán penalmente responsables:

a) De los delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas…….(resto igual)

b) De los delitos cometidos en el ejercicio de actividades sociales….(resto igual).”

JUSTIFICACIÓN
Se trata de modificar una regulación de nuevo cuño en el año 2010 que todavía no ha podido ser objeto de valoración, por lo que no tenemos elementos de juicio suficientes sobre la reforma anterior. El PL introduce un modelo de autorresponsabilidad mediante el cual las personas jurídicas pueden eludir la responsabilidad penal, siempre y cuando dispongan de modelos preventivos de organización y gestión, modelos que deben incluir medidas de vigilancia y control para prevenir delitos. Ello es positivo si bien, no puede jugar como una eximente completa de la responsabilidad penal, teniendo su lugar más adecuado como atenuante de la responsabilidad en el artículo 31 quater.

ENMIENDA, SUPRESIÓN, DEL APARTADO VIGÉSIMO SEGUNDO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)  

Se propone la supresión del apartado vigésimo segundo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo artículo 31quarter a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
Vigésimo segundo. Se introduce un nuevo artículo 31 quáter, con el siguiente contenido:

"Sólo podrán considerarse circunstancias atenuantes de la responsabilidad penal de las personas jurídicas haber realizado, con posterioridad a la comisión del delito y a través de sus representantes legales, las siguientes actividades:

a) Haber procedido, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra ella, a confesar la infracción a las autoridades.

b) Haber colaborado en la investigación del hecho aportando pruebas, en cualquier momento del proceso, que fueran nuevas y decisivas para esclarecer las responsabilidades penales dimanantes de los hechos.

c) Haber procedido en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad al juicio oral a reparar o disminuir el daño causado por el delito.

d) Haber establecido, antes del comienzo del juicio oral, medidas eficaces para prevenir y descubrir los delitos que en el futuro pudieran cometerse con los medios o bajo la cobertura de la persona jurídica."

JUSTIFICACIÓN

Los actos de atenuación de la responsabilidad de las personas jurídicas son actos que se individualizan en este precepto en personas físicas.

ENMIENDA, SUPRESIÓN, DEL APARTADO VIGÉSIMO CUARTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)  
Se propone la supresión del apartado vigésimo cuarto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
Vigésimo cuarto. Se modifica el apartado 2 del artículo 33, que queda redactado como sigue:

"2. Son penas graves:

a) La prisión permanente revisable.

b) La prisión superior a cinco años.

c) La inhabilitación absoluta.

d) Las inhabilitaciones especiales por tiempo superior a cinco años.

e) La suspensión de empleo o cargo público por tiempo superior a cinco años.

f) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores por tiempo superior a ocho años.

g) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas por tiempo superior a ocho años.

h) La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, por tiempo superior a cinco años.

i) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el juez o tribunal, por tiempo superior a cinco años.

j) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el juez o tribunal, por tiempo superior a cinco años.

k) La privación de la patria potestad."
JUSTIFICACIÓN
El agravamiento de las penas que propone el Proyecto de Ley carece de justificación político criminal. Como señala el GEPC, la actual realidad político-criminal no precisa de un incremento global del ámbito de punición ni del arsenal punitivo, sino más bien de una reducción. Los datos de delincuencia y de encarcelamiento así lo avalan. Por el contrario, la decisión de incremento generalizado de la severidad punitiva que plantea el proyecto de ley, se basa esencialmente en prejuicios ideológicos, que no ha evaluado su necesidad, ni tampoco su viabilidad. 
Se propone la supresión de la Prisión permanente revisable por no hallarse justificada desde razones de política criminal y por considerarla inconstitucional por varios motivos. Atenta contra la dignidad de los seres humanos (art. 10 CE). Atenta contra la prohibición de penas inhumanas y tratos crueles y degradantes (art. 15 CE). Vulnera el mandato constitucional de que las penas estén orientadas a la reeducación y reinserción social (art. 25.2 CE) y rompe peligrosamente con uno de los consensos constitucionales de 1978 de no establecer la cadena perpetua. Vulnera el principio constitucional de legalidad establecido en el art. 25.1 CE. Y, finalmente, existen posibilidades de error judicial que sería irreparable.
ENMIENDA, SUPRESIÓN, DEL APARTADO VIGÉSIMO SÉPTIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)  

Se propone la supresión del apartado vigésimo séptimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica el artículo 35 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, por lo que se mantiene la redacción vigente del siguiente tenor:
“Son penas privativas de libertad la prisión, la localización permanente y la responsabilidad personal subsidiaria por impago de multa.”
JUSTIFICACIÓN
Se propone la supresión de la Prisión permanente revisable por no hallarse justificada desde razones de política criminal y por considerarla inconstitucional por varios motivos. Atenta contra la dignidad de los seres humanos (art. 10 CE). Atenta contra la prohibición de penas inhumanas y tratos crueles y degradantes (art. 15 CE). Vulnera el mandato constitucional de que las penas estén orientadas a la reeducación y reinserción social (art. 25.2 CE) y rompe peligrosamente con uno de los consensos constitucionales de 1978 de no establecer la cadena perpetua. Vulnera el principio constitucional de legalidad establecido en el art. 25.1 CE. Y, finalmente, existen posibilidades de error judicial que sería irreparable.
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO VIGÉSIMO OCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)  
Se propone la modificación del apartado vigésimo octavo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifican los apartados 1 y 2 del el artículo 36 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que quedarán redactados como sigue, sustituyendo la redacción actualmente vigente por la siguiente:
“Artículo 36.

1. La pena de prisión tendrá una duración mínima de tres meses y máxima de veinte años, salvo lo que excepcionalmente dispongan otros preceptos del presente Código
2. Su cumplimiento, así como los beneficios penitenciarios que supongan acortamiento de la condena, se ajustarán a lo dispuesto en las Leyes y en el presente Código.”

JUSTIFICACIÓN

En coherencia con nuestras enmiendas anteriores, se suprime la pena de prisión permanente revisable.

También se suprime respecto a la redacción vigente el régimen actual de periodos de seguridad, en relación no sólo a la pena de prisión permanente revisable, sino también al resto de las penas, ya que establecer un tiempo de cumplimiento de pena necesario para acceder al tercer grado que limita la finalidad constitucional de reeducación y reinserción social de las penas (art. 25.2 CE).

Es necesario o “imprescindible” como señalan algunos autores dar pasos firmes hacia otro Código Penal, un auténtico Código Penal de la Democracia.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO VIGÉSIMO NOVENO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065) 
Se propone la modificación del apartado vigésimo noveno del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que introduce un nuevo apartado 3 al artículo 36 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que quedará redactado como sigue:

“Artículo 36.

3. En todo caso, el Tribunal o el Juez de Vigilancia Penitenciaria, según corresponda, podrá acordar, previo informe del Ministerio Fiscal, la progresión a tercer grado por motivos humanitarios y de dignidad personal de penados enfermos muy graves”.

Justificación
La circunstancia que motiva la concesión de tercer grado en el supuesto del apartado 3 es la constatación de una enfermedad muy grave. Este hecho objetivo es elemento suficiente para dicha concesión que se fundamenta en motivos humanitarios y de dignidad personal que no deben supeditarse a otras circunstancias que, en el estado en el que se encuentra ese penado, van en contra de la dignidad humana que se pretende proteger.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO TRIGÉSIMO QUINTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065) 

Se propone la modificación del apartado trigésimo quinto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que modifica la regla 2ªdel artículo 66bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que quedará redactado como sigue:
Trigésimo quinto. Se modifica la regla 2.ª del artículo 66 bis, que queda redactado como sigue:

 
"(…)

 
Cuando la responsabilidad de la persona jurídica, en los casos previstos en la letra b) de apartado 1 del artículo 31 bis, derive de un incumplimiento de los deberes de supervisión, vigilancia y control que no tenga carácter grave, estas penas tendrán en todo caso una duración máxima de tres años.

(…)"
JUSTIFICACIÓN

La responsabilidad descrita se corresponde con el injusto penal de la persona jurídica.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO TRIGÉSIMO SEXTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Trigésimo sexto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se añade un apartado 4 al artículo 70 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

Trigésimo sexto. Se añade un apartado 4 al artículo 70 con la siguiente redacción: 

"La pena inferior en grado a la de prisión permanente es la pena de prisión de veinte a treinta años."
JUSTIFICACIÓN 
En coherencia con las enmiendas anteriores, se suprime la pena de prisión permanente revisable.
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO TRIGÉSIMO SÉPTIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Trigésimo séptimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 71 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Trigésimo séptimo. Se modifica el artículo 71, que queda redactado como sigue: 

"1. En la determinación de la pena inferior en grado, los jueces o tribunales no quedarán limitados por las cuantías mínimas señaladas en la Ley a cada clase de pena, sino que podrán reducirlas en la forma que resulte de la aplicación de la regla correspondiente.

 
2. No obstante, cuando por aplicación de las reglas anteriores proceda imponer una pena de prisión inferior a tres meses, ésta será en todo caso sustituida por multa, trabajos en beneficio de la comunidad, o localización permanente, aunque la Ley no prevea estas penas para el delito de que se trate, sustituyéndose cada día de prisión por dos cuotas de multa o por una jornada de trabajo o por un día de localización permanente."
JUSTIFICACIÓN 
El Proyecto de Ley eliminaba la posibilidad de suspensión de la ejecución de la pena, lo que se considera una medida no adecuada que no facilita el proceso de reinserción social.
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO TRIGÉSIMO OCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Trigésimo octavo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 74 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.
Trigésimo octavo. Se modifica el artículo 74, que queda redactado como a continuación se establece:

 
"1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el que, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión, realice una pluralidad de acciones u omisiones cercanas temporalmente que ofendan a uno o varios sujetos e infrinjan el mismo precepto penal o preceptos de igual o semejante naturaleza, será castigado como autor de un delito continuado con una pena superior a la pena mínima que habría sido impuesta en el caso concreto para la infracción más grave y que no exceda de la que represente la suma de las que correspondería aplicar si se penaran separadamente las infracciones.
 
Si se tratare de infracciones contra el patrimonio, se impondrá la pena teniendo en cuenta el perjuicio total causado. En estas infracciones el Juez o Tribunal impondrá, motivadamente, la pena superior en uno o dos grados, en la extensión que estime conveniente, si el hecho revistiere notoria gravedad y hubiere perjudicado a una generalidad de personas.

 
2. Quedan exceptuadas de lo establecido en el apartado anterior las ofensas contra la indemnidad o libertad sexual, o contra cualesquiera otros bienes eminentemente personales, salvo las constitutivas de infracciones contra el honor."
JUSTIFICACIÓN

El agravamiento punitivo que propone el proyecto de ley no se halla debidamente justificado.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO TRIGÉSIMO NOVENO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Trigésimo noveno del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se añade una nueva letra e) en el apartado 1 del artículo 76 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

Trigésimo noveno. Se introduce una nueva letra e) en el apartado 1 del artículo 76, que queda redactada del siguiente modo:

"e) Cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, uno de ellos esté castigado por la Ley con pena de prisión permanente revisable, se estará a lo dispuesto en los artículos 92 y 78 bis."
JUSTIFICACIÓN 

En coherencia con nuestras enmiendas anteriores, se suprime la pena de prisión permanente revisable, toda vez que esta pena no debe entrar en el catálogo de penas del Código Penal español. 

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO CUADRAGÉSIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado cuadragésimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se añade una nueva letra e) en el apartado 2 del artículo 76 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

Cuadragésimo. Se modifica el apartado 2 del artículo 76, que queda redactado del siguiente modo:

 
"2. La limitación se aplicará aunque las penas se hayan impuesto en distintos procesos cuando lo hayan sido por hechos cometidos antes de la fecha en que fueron enjuiciados los que, siendo objeto de acumulación, lo hubieran sido en primer lugar."
JUSTIFICACIÓN 
El término de conexidad que introduce el proyecto de ley que lo une al elemento temporal en el que los hechos fueron enjuiciados lleva a ampliar en la práctica el periodo máximo de cumplimiento efectivo, lo que no facilita la reinserción social de penado y es contrario a los criterios criminológicos que demuestran que un internamiento superior a 15 años produce daños irreversibles en la personalidad del penado, su destrucción como ser social y con ello se está privando al interno del derecho a la rehabilitación y reinserción social (art. 25 CE.2)
Con la eliminación en el apartado 2 de la referencia a la conexión de los delitos, el Proyecto de Ley lo que intenta es impedir la refundición, haciendo que las penas se cumplan de forma separadas unas de otras, por el orden de su respectiva gravedad, prolongando en todo caso el tiempo de estancia en vigor.  Se considera por ello más adecuado al fin resocializador la redacción original del Código Penal de 1995.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (con la numeración correlativa que corresponda) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que modifica el artículo 76 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que queda redactado como sigue:
“XXX. Se modifica el artículo 76 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que queda redactado como sigue
Artículo 76.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el máximo de cumplimiento efectivo de la condena del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por la que se le imponga la más grave de las penas en que haya incurrido, declarando extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas cubran dicho máximo, que no podrá exceder de veinte años.

(Resto del apartado: Supresión).

2. La limitación se aplicará aunque las penas se hayan impuesto en distintos procesos si los hechos, por su conexión o el momento de su comisión, pudieran haberse enjuiciado en uno sólo”. 

Justificación
La fijación de excepciones al máximo de veinte años de cumplimiento efectivo de la condena resulta contraria al art. 25.2 de la Constitución que establece que las penas privativas de libertad deben orientarse hacia la reeducación y la reinserción social, puesto que la sola extensión temporal de las excepciones recogidas en las letras a) a e) del apartado 1 de este artículo 76, que van desde los veinticinco a los cuarenta años, impiden el cumplimiento del citado objetivo constitucional y se sitúan más cerca de una prisión perpetua que de otra orientada hacia la reinserción social.
En la actualidad, no existen razones objetivas ni de política criminal  que justifiquen la inclusión en una disposición legal como ésta donde se prevén reglas excepcionales vinculadas a los delitos por terrorismo.
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO CUADRAGÉSIMO PRIMERO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado cuadragésimo primero del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifican el artículo 77 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, manteniendo la redacción vigente.
Cuadragésimo primero. Se modifica el artículo 77, que queda redactado como sigue:
 
"1. Lo dispuesto en los dos artículos anteriores no es aplicable en el caso de que un solo hecho constituya dos o más delitos, o cuando una de ellas sea medio necesario para cometer la otra.

 
2. En el primer caso, se aplicará en su mitad superior la pena prevista para la infracción más grave, sin que pueda exceder de la que represente la suma de las que correspondería aplicar si se penaran separadamente las infracciones. Cuando la pena así computada exceda de este límite, se sancionarán las infracciones por separado.

 
3. En el segundo, se impondrá una pena superior a la que habría correspondido, en el caso concreto, por la infracción más grave, y que no podrá exceder de la suma de las penas concretas que hubieran sido impuestas separadamente por cada uno de los delitos. Dentro de estos límites, el Juez o Tribunal individualizará la pena conforme a los criterios expresados en el artículo 66. En todo caso, la pena impuesta no podrá exceder del límite de duración previsto en el artículo anterior."
JUSTIFICACIÓN 
Se suprime el apartado 3 que introduce el proyecto de ley por considerar un agravamiento punitivo no necesario y se recupera la redacción vigente.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO CUADRAGÉSIMO SEGUNDO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado cuadragésimo segundo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se suprime el apartado 3 del artículo 78 y se modifica el apartado 2 del artículo 78 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

Cuadragésimo segundo. Se suprime el apartado 3 del artículo 78, y se modifica su apartado 2, que queda redactado de la siguiente manera:

 
"2. En estos casos, el Juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento.

 
Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, y atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplicable: 

a) Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena.

 
b) A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo de cumplimiento de la condena."
JUSTIFICACIÓN
Por coherencia con las enmiendas a los artículos 36 y 76 de este proyecto de Ley Orgánica, habida cuenta que implica la determinación de unas reglas de aplicación de las penas y de los beneficios penitenciarios que se desentienden de la fijación de medidas orientadas a la reeducación y la reinserción social de las personas penadas y por lo tanto contrarias al principio resocializador de las penas.
ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de un nuevo apartado, con la numeración correlativa que corresponda, al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por la que se deja sin contenido el artículo 78 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

“XXX. Se suprime el artículo 78 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.”

Justificación
El principio que ha de regir la fase de ejecución de las penas ha de ser el principio de reinserción. Dentro de este principio destaca así mismo el principio de individualización científica, como base del sistema penitenciario, evitándose criterios rígidos que impidan que la persona condenada sea tratada de acuerdo al régimen penitenciario más adecuado a su progresión en el proceso de rehabilitación. En este sentido deben eliminarse los criterios rígidos establecidos por la Ley Orgánica 7/2003, que en condenas superiores a cinco años, impide que la persona sea calificada en el régimen abierto hasta el cumplimiento de una parte importante de la condena y con ello se dificulta en el caso de determinados delitos a la aplicación del régimen general de los beneficios penitenciarios, permisos de salida, progreso al tercer grado del tratamiento penitenciario y acceso a la libertad condicional. En definitiva, se impide y se obstaculizan las medidas de reinserción de los presos, de acuerdo al principio resocializador previsto en el artículo 25.2 CP.
No deben existir regímenes especiales de ejecución de la pena de prisión. El régimen de ejecución especial previsto en la legislación (LO 7/2003) para los condenados por delitos de terrorismo debe eliminarse. 

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO CUADRAGÉSIMO TERCERO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Cuadragésimo tercero del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo artículo 78bis a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal 
Cuadragésimo tercero. Se introduce un nuevo artículo 78 bis, con la siguiente redacción:
 
"1. En los casos previstos en el apartado e) del artículo 76 la progresión a tercer grado requerirá del cumplimiento:

 
a) de un mínimo de dieciocho años de prisión, cuando el penado lo haya sido por varios delitos, uno de ellos esté castigado con pena de prisión permanente revisable y el resto de las penas impuestas sumen un total que exceda de cinco años,
 
b) de un mínimo de veinte años de prisión, cuando el penado lo haya sido por varios delitos, uno de ellos esté castigado con una pena de prisión permanente revisable y el resto de las penas impuestas sumen un total que exceda de quince años,
 
c) de un mínimo de veintidós años de prisión, cuando el penado lo haya sido por varios delitos y dos o más de ellos estén castigados con una de prisión permanente revisable, o bien uno de ellos esté castigado con una pena de prisión permanente revisable y el resto de penas impuestas sumen un total de veinticinco años o más. 

2. En estos casos, la suspensión de la ejecución del resto de la pena requerirá que el penado haya extinguido:
 
a) Un mínimo de veinticinco años de prisión, en los supuestos a los que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior.
 
b) Un mínimo de treinta años de prisión en el de la letra c) del apartado anterior.
 
3. Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, los límites mínimos de cumplimiento para el acceso al tercer grado de clasificación serán de veinticuatro años de prisión, en los supuestos a que se refieren las letras a) y b) del apartado primero, y de treinta y dos años de prisión en el de la letra c) del apartado primero.
 
En estos casos, la suspensión de la ejecución del resto de la pena requerirá que el penado haya extinguido un mínimo de veintiocho años de prisión, en los supuestos a que se refieren las letras a) y b) del apartado primero, y de treinta y cinco años de prisión en el de la letra b) del apartado primero."
JUSTIFICACIÓN
En coherencia con las enmiendas anteriores relativas a la supresión de  la pena de prisión permanente revisable que incorpora el Proyecto de Ley.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL APARTADO CUADRAGÉSIMO OCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la supresión del apartado 2 del artículo 84 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

“2. Si se hubiera tratado de un delito cometido sobre la mujer por quien sea o haya sido su cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado a ella por una relación similar de afectividad, aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, el pago de la multa a que se refiere el número 2 del apartado anterior solamente podrá imponerse cuando conste acreditado que entre ellos no existen relaciones económicas derivadas de una relación conyugal, de convivencia o filiación, o de la existencia de una descendencia común."
JUSTIFICACIÓN

La existencia de relaciones económicas derivadas de una relación conyugal, de convivencia o filiación o de la existencia de una descendencia común no puede afectar al pago de la multa.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO QUINCUAGÉSIMO SEGUNDO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Quincuagésimo segundo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 88 a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Quincuagésimo segundo. Se modifica el artículo 88, que queda redactado del siguiente modo:
 
"1. Las penas de prisión de más de un año impuestas a un ciudadano extranjero serán sustituidas por su expulsión del territorio español. Excepcionalmente, cuando resulte necesario para asegurar la defensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la vigencia de la norma infringida por el delito, el Juez o Tribunal podrá acordar la ejecución de una parte de la pena que no podrá ser superior a dos tercios de su extensión, y la sustitución del resto por la expulsión del penado del territorio español. En todo caso, se sustituirá el resto de la pena por la expulsión del penado del territorio español, cuando aquél acceda al tercer grado o le sea concedida la libertad condicional.

2. Cuando hubiera sido impuesta una pena de más de cinco años de prisión, o varias penas que excedieran de esa duración, el Juez o Tribunal acordará la ejecución de todo o parte de la pena, en la medida en que resulte necesario para asegurar la defensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la vigencia de la norma infringida por el delito. En estos casos, se sustituirá la ejecución del resto de la pena por la expulsión del penado del territorio español, cuando el penado cumpla la parte de la pena que se hubiera determinado, acceda al tercer grado, o se le conceda la libertad condicional.

3. El Juez o Tribunal resolverá en sentencia sobre la sustitución de la ejecución de la pena siempre que ello resulte posible. En los demás casos, una vez declarada la firmeza de la sentencia, se pronunciará con la mayor urgencia sobre la concesión o no de la sustitución de la ejecución de la pena.

4. No procederá la sustitución cuando, a la vista de las circunstancias del hecho y las personales del autor, en particular su arraigo en España, la expulsión resulte desproporcionada.

La expulsión de un ciudadano de la Unión Europea solamente procederá cuando represente una amenaza grave para el orden público o la seguridad pública en atención a la naturaleza, circunstancias y gravedad del delito cometido, sus antecedentes y circunstancias personales. Si hubiera residido en España durante los diez años anteriores procederá la expulsión cuando además:

a) Hubiera sido condenado por uno o más delitos contra la vida, libertad, integridad física y libertad e indemnidad sexuales castigados con pena máxima de prisión de más de cinco años y se aprecie fundadamente un riesgo grave de que pueda cometer delitos de la misma naturaleza.

b) Hubiera sido condenado por uno o más delitos de terrorismo u otros delitos cometidos en el seno de un grupo u organización criminal.

En estos supuestos será en todo caso de aplicación lo dispuesto en el número dos de este artículo.

5. El extranjero no podrá regresar a España en un plazo de cinco a diez años, contados desde la fecha de su expulsión, atendidas la duración de la pena sustituida y las circunstancias personales del penado.

6. La expulsión llevará consigo el archivo de cualquier procedimiento administrativo que tuviera por objeto la autorización para residir o trabajar en España.

7. Si el extranjero expulsado regresara a España antes de transcurrir el período de tiempo establecido judicialmente, cumplirá las penas que fueron sustituidas, salvo que, excepcionalmente, el Juez o Tribunal, reduzca su duración cuando su cumplimiento resulte innecesario para asegurar la defensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la norma jurídica infringida por el delito, en atención al tiempo transcurrido desde la expulsión y las circunstancias en las que se haya producido su incumplimiento.

No obstante, si fuera sorprendido en la frontera, será expulsado directamente por la autoridad gubernativa, empezando a computarse de nuevo el plazo de prohibición de entrada en su integridad.

8. Cuando, al acordarse la expulsión en cualquiera de los supuestos previstos en este artículo, el extranjero no se encuentre o no quede efectivamente privado de libertad en ejecución de la pena impuesta, el Juez o Tribunal podrá acordar, con el fin de asegurar la expulsión, su ingreso en un centro de internamiento de extranjeros, en los términos y con los límites y garantías previstos en la Ley para la expulsión gubernativa.

En todo caso, si acordada la sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión, ésta no pudiera llevarse a efecto, se procederá a la ejecución de la pena originariamente impuesta o del período de condena pendiente, o a la aplicación, en su caso, de la suspensión de la ejecución de la misma.

9. No serán sustituidas las penas que se hubieran impuesto por la comisión de los delitos a que se refieren los artículos 177 bis, 312, 313 y 318 bis."
JUSTIFICACIÓN
Es necesario distinguir entre extranjeros residentes y no residentes, y entre residentes temporales y de larga duración.  No existe razón de política criminal alguna que avale la sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión cuando el extranjero disponga de autorización de residencia. 

La fórmula que propone el Proyecto de Ley viola el requisito de motivación individualizada que en todos los modelos constitucionales debe estar en la base de cualquier decisión privativa o restrictiva de derechos, toda vez que la decisión de expulsión es, en principio, imperativa y vinculante para el Juez.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO QUINCUAGÉSIMO TERCERO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado Quincuagésimo tercero del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 90 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del siguiente modo:
“Quincuagésimo tercero. Se modifica el artículo 90, que queda redactado como sigue:
"1. El Juez de Vigilancia Penitenciaria concederá la libertad condicional a las personas condenadas  que cumpla los siguientes requisitos: 

a) Que se encuentren clasificadas en tercer grado. 

b) Que hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena. 

c) Que haya observado buena conducta y exista sobre los mismos un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social, emitido en el informe final previsto en el artículo 67 de la Ley Orgánica General Penitenciaria. 

Para acordar la concesión de la libertad condicional, el Juez de Vigilancia Penitenciaria valorará la personalidad del penado, sus antecedentes, las circunstancias del delito cometido, la relevancia de los bienes jurídicos que podrían verse afectados por una reiteración en el delito, su conducta durante el cumplimiento de la pena, sus circunstancias familiares y sociales. 

2. También se acordará la concesión de la libertad condicional a las personas condenadas que cumplan los siguientes requisitos: 

a) Que hayan extinguido dos terceras parte de su condena. 

b) Que durante el cumplimiento de su pena hayan desarrollado actividades laborales, culturales u ocupacionales, bien de forma continuada, bien con un aprovechamiento del que se haya derivado una modificación relevante y favorable de aquéllas de sus circunstancias personales relacionadas con su actividad delictiva previa. 

3. A propuesta de Instituciones Penitenciarias y previo informe del Ministerio Fiscal, cumplidas las circunstancias de los párrafos a y c del apartado 1 del artículo anterior, el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá adelantar, una vez extinguida la mitad de la condena, la concesión de la libertad condicional en relación con el plazo previsto en el apartado anterior, hasta un máximo de 90 días por cada año transcurrido de cumplimiento efectivo de condena. Esta medida requerirá que el penado haya desarrollado continuadamente las actividades indicadas en el apartado anterior y que acredite, además, la participación efectiva y favorable en programas de reinserción social o programas de tratamiento o desintoxicación, en su caso. 

4. Excepcionalmente, el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá conceder la libertad condicional a las personas condenadas en que concurran los siguientes requisitos: 

a) Que se encuentren cumpliendo su primera condena de prisión, y que ésta no supere los tres años de duración. 

b) Que hayan extinguido la mitad de su condena”

JUSTIFICACION
No deben existir regímenes especiales de ejecución de la pena de prisión. El régimen de ejecución especial previsto en la legislación (LO 7/2003) para los condenados por delitos de terrorismo debe eliminarse. 
Las garantías que se establecen en la legislación actual son suficientes para evitar casos de aplicación injustificada de las instituciones de régimen abierto y de la libertad condicional a personas condenadas por terrorismo. El hecho de que la organización ETA haya puesto fin a su actividad armada debe tener un claro reflejo en el pronóstico de peligrosidad de los presos vinculados a dicha organización y permitir su acceso a las condiciones de vida que mejor favorezcan su reinserción, entendida como la capacidad de vivir en libertad sin incurrir en nuevos delitos.
Por otro lado se considera una desnaturalización de la liberta vigilada la conversión de la libertad condicional en una modalidad de suspensión de las penas de prisión planteada por el Proyecto de Ley; y con ello la desnaturalización del propio sistema de individualización científica establecido por la Legislación Penitenciaria como modelo de ejecución penitenciaria (art. 72 LOGP), hasta el momento no cuestionado ni por la doctrina ni por la praxis penitenciaria.
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO QUINCUAGÉSIMO CUARTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado Quincuagésimo cuarto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 91 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del siguiente modo:

“Quincuagésimo cuarto. Se modifica el artículo 91, que pasa a tener el siguiente contenido: 

1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, las personas condenadas que hubieran cumplido la edad de 70 años, o la cumplan durante la extinción de la condena podrán obtener la concesión de la libertad condicional. 

El mismo criterio se aplicará cuando se trate de enfermos muy graves con padecimientos incurables, y así quede acreditado tras la práctica de los informes médicos que, a criterio del Juez de Vigilancia Penitenciaria, se estimen necesarios. 

2. Constando a la Administración penitenciaria que el interno se halla en cualquiera de los casos previstos en los párrafos anteriores, elevará el expediente de libertad condicional, con la urgencia que el caso requiera, al Juez de Vigilancia Penitenciaria que, a la hora de resolverlo, valorará junto a las circunstancias personales la dificultad para delinquir y la escasa peligrosidad del sujeto.” 

JUSTIFICACIÓN
En los casos extremos previstos en la norma, el derecho fundamental de la dignidad humana (art. 15 CE) debe inspirar una redacción flexible del régimen de concesión de la libertad vigilada, que permita la excarcelación de presos de edad avanzada y que padezcan de enfermedades graves e incurables. 

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL APARTADO QUINCUAGÉSIMO QUINTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la supresión del apartado Quincuagésimo quinto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 92 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre. 
Quincuagésimo quinto. Se modifica el artículo 92, que queda redactado como sigue: 

"1. El Tribunal acordará la suspensión de la ejecución de la pena de prisión permanente revisable cuando se cumplan los siguientes requisitos: 

a) Que el penado haya cumplido veinticinco años de su condena, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 78 bis para los casos regulados en el mismo.
 
b) Que se encuentre clasificado en tercer grado.
 
c) Que el Tribunal, a la vista de la personalidad del penado, sus antecedentes, las circunstancias del delito cometido, la relevancia de los bienes jurídicos que podrían verse afectados por una reiteración en el delito, su conducta durante el cumplimiento de la pena, sus circunstancias familiares y sociales, y los efectos que quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas que fueren impuestas, pueda fundar, previa valoración de los informes de evolución remitidos por el Centro Penitenciario y por aquellos especialistas que el propio Tribunal determine, la existencia de un pronóstico favorable de reinserción social. 

En el caso de que el penado lo hubiera sido por varios delitos, el examen de los requisitos a que se refiere la letra c) del apartado 1 se realizará con relación al conjunto de delitos cometidos valorado en su conjunto.

 

El Tribunal resolverá sobre la suspensión de la pena de prisión permanente revisable tras un procedimiento oral contradictorio en el que intervendrán el Ministerio Fiscal y el penado, asistido por su abogado. 

2. Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, será además necesario que el penado muestre signos inequívocos de haber abandonado los fines y los medios de la actividad terrorista y haya colaborado activamente con las autoridades, bien para impedir la producción de otros delitos por parte de la organización o grupo terrorista, bien para atenuar los efectos de su delito, bien para la identificación, captura y procesamiento de responsables de delitos terroristas, para obtener pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones o asociaciones a las que haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo que podrá acreditarse mediante una declaración expresa de repudio de sus actividades delictivas y de abandono de la violencia y una petición expresa de perdón a las víctimas de su delito, así como por los informes técnicos que acrediten que el preso está realmente desvinculado de la organización terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y colectivos ilegales que la rodean y su colaboración con las autoridades. 

3. La suspensión de la ejecución tendrá una duración de cinco a diez años. El plazo de suspensión y libertad condicional se computará desde la fecha de puesta en libertad del penado. Son aplicables las normas contenidas en el párrafo 2.º del artículo 80.1 y en los artículos 83, 86, 87 y 91.
 
El Juez o Tribunal, a la vista de la posible modificación de las circunstancias valoradas, podrá modificar la decisión que anteriormente hubiera adoptado conforme al artículo 83, y acordar la imposición de nuevas prohibiciones, deberes o prestaciones, la modificación de las que ya hubieran sido acordadas, o el alzamiento de las mismas. 

Asimismo, el Juez de Vigilancia Penitenciaria revocará la suspensión de la ejecución del resto de la pena y la libertad condicional concedida cuando se ponga de manifiesto un cambio de las circunstancias que hubieran dado lugar a la suspensión que no permita mantener ya el pronóstico de falta de peligrosidad en que se fundaba la decisión adoptada.

4. Extinguida la parte de la condena a que se refiere la letra a) del apartado 1 de este artículo o, en su caso, en el artículo 78 bis, el Tribunal deberá verificar, al menos cada dos años, sobre el cumplimiento del resto de requisitos de la libertad condicional. El Tribunal resolverá también las peticiones de concesión de la libertad condicional del penado, pero podrá fijar un plazo de hasta un año dentro del cual, tras haber sido rechazada una petición, no se dará curso a sus nuevas solicitudes."

JUSTIFICACIÓN

Se propone la supresión de la Prisión permanente revisable por no hallarse justificada desde razones de política criminal y por considerarla inconstitucional por varios motivos. Atenta contra la dignidad de los seres humanos (art. 10 CE). Atenta contra la prohibición de penas inhumanas y tratos crueles y degradantes (art. 15 CE). Vulnera el mandato constitucional de que las penas estén orientadas a la reeducación y reinserción social (art. 25.2 CE) y rompe peligrosamente con uno de los consensos constitucionales de 1978 de no establecer la cadena perpetua. Vulnera el principio constitucional de legalidad establecido en el art. 25.1 CE. Y, finalmente, existen posibilidades de error judicial que sería irreparable.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO QUINCUAGÉSIMO SÉPTIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la modificación del apartado Quincuagésimo Séptimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 95 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 95 

1. Las medidas de seguridad se aplicarán por el Juez o Tribunal, previos los informes que estime convenientes y oído el acusado, cuando concurran las siguientes circunstancias:

1.ª  Que el sujeto haya cometido un hecho previsto como delito.

2.ª  Que del hecho y de las circunstancias personales del sujeto pueda deducirse un pronóstico de comportamiento futuro que revele la probabilidad de comisión de nuevos delitos.

3ª Que la imposición de la medida de seguridad resulte necesaria para reducir razonablemente la peligrosidad.

2. La medida de seguridad no podrá ser más gravosa ni de mayor duración que la pena prevista para el delito en que se haya expresado la peligrosidad.

3.- La peligrosidad consiste en la alta probabilidad de comisión de nuevos delitos de la misma naturaleza, acreditada en procedimiento contradictorio con base en los informes técnicos pertinentes. El Juzgado o Tribunal deberá motivar suficientemente la apreciación de la peligrosidad.”

JUSTIFICACIÓN

Las medidas de seguridad deben conectarse directamente con la gravedad del delito cometido, que es precisamente la necesaria expresión de la peligrosidad, por imperativo del principio de peligrosidad y en línea de la jurisprudencia (STC 61/1998, STC 36/1991).

La regulación debe alejarse de criterios de prevención general, significadamente la alarma social.

El principio de necesidad exige que la peligrosidad se mida en relación a delitos de la misma naturaleza.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL APARTADO QUINCUAGÉSIMO OCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado 3.3 del artículo 96 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
“3) La expulsión del territorio nacional de extranjeros.”
JUSTIFICACIÓN

La expulsión del territorio nacional de extranjeros no puede considerarse una medida no privativa de libertad.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO SEPTUAGÉSIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Septuagésimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo artículo el artículo 104 bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.
Septuagésimo. Se introduce un nuevo artículo 104 bis, con la siguiente redacción:

"1. El Juez o Tribunal podrá imponer al sujeto sometido a la medida de libertad vigilada, durante todo el tiempo de duración de la misma o durante un período de tiempo determinado, el cumplimiento de las siguientes obligaciones y condiciones:

1.ª Prohibición de aproximarse a la víctima o a otros miembros de su familia que se determine por el Juez o Tribunal, a sus domicilios, a sus lugares de trabajo o a otros lugares habitualmente frecuentados por ellos. La imposición de esta prohibición será siempre comunicada a las personas con relación a las cuales sea acordada.

2.ª Prohibición de establecer contacto con personas determinadas o con miembros de un grupo determinado, cuando se trate de individuos de los que pueda sospecharse que pueden facilitarle la ocasión para cometer nuevos delitos o incitarle a hacerlo. También se le podrá prohibir establecer relación, ofrecer empleo, facilitar formación o albergar a cualquiera de las personas mencionadas.

3.ª Mantener su lugar de residencia en un lugar determinado con prohibición de abandonarlo sin autorización de los servicios de gestión de penas y medidas alternativas.

4.ª Prohibición de residir en un lugar determinado o de acudir al mismo, cuando en ellos pueda encontrar la ocasión o motivo para cometer nuevos delitos.

5.ª Informar sin demora a los servicios de gestión de penas y medidas alternativas de sus cambios de residencia y de sus datos de localización.

6.ª Comparecer personalmente con la periodicidad que se determine ante los servicios de gestión de penas y medidas alternativas o el servicio de la administración que se determine, para informar de sus actividades y justificarlas.

7.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de defensa del medio ambiente, de protección de los animales, de igualdad de trato y no discriminación, y otros similares.

8.ª Participar en programas de deshabituación al consumo de drogas tóxicas o sustancias estupefacientes o programas de tratamiento de adicciones sociales patológicas.

9.ª Privación del derecho a conducir vehículos de motor o ciclomotores.

10.ª Privación del derecho al porte o tenencia de armas.

11.ª Prohibición de consumir alcohol, drogas tóxicas, sustancias estupefacientes o psicotrópicas, cuando existan razones que permitan suponer que aquél pueda incrementar el riesgo de comisión de nuevos delitos. En estos casos, se impondrá también el deber de someterse al control de consumo de esas sustancias con la periodicidad que se determine o cuando se considere oportuno por los servicios de gestión de penas y medidas alternativas.

12.ª Inscribirse en las oficinas de empleo.

13.ª Someterse a tratamiento ambulatorio. En este caso se determinarán las fechas o la periodicidad con que el sometido a la medida debe presentarse ante un médico, psiquiatra o psicólogo.

14.ª Someterse a custodia familiar o residencial. En este caso, el sujeto a la medida será puesto bajo el cuidado y vigilancia de una persona o institución que a tal fin se designe y que acepte el encargo de custodia. El ejercicio de la custodia comprenderá la obligación de informar al servicio competente de la administración penitenciaria sobre la situación del custodiado, con una periodicidad al menos mensual. La información será inmediata de sustraerse a la vigilancia o control.

15.ª Llevar consigo y mantener en adecuado estado de conservación los dispositivos electrónicos que hubieran sido dispuestos para controlar los horarios en que acude a su lugar de residencia o, cuando resulte necesario, a los lugares en que se encuentra en determinados momentos o el cumplimiento de alguna de las medidas a que se refieren las reglas 1.ª a 4.ª Esta regla solamente podrá ser impuesta cuando el sujeto hubiera sido condenado por alguno de los delitos del artículo 57.

16.ª Prohibición de conducir vehículos de motor que no dispongan de dispositivos tecnológicos que condicionen su encendido o funcionamiento a la comprobación previa de las condiciones físicas del conductor, cuando el sujeto haya sido condenado por un delito contra la seguridad vial y la medida resulte necesaria para prevenir la posible comisión de nuevos delitos.

17.ª Cumplir los demás deberes que el Juez o Tribunal estime convenientes para la rehabilitación social del penado, previa conformidad de éste, siempre que no atenten contra su dignidad como persona.

2. El Juez o Tribunal podrán también imponer, durante todo el tiempo de duración de la medida o durante un período de tiempo determinado, el cumplimiento de otras obligaciones y condiciones, especialmente aquéllas que se refieren a la formación, trabajo, ocio, o desarrollo de su actividad habitual.

3. No podrán imponerse deberes y obligaciones que resulten excesivos y desproporcionados con las circunstancias del caso.

4. Cuando la medida de libertad vigilada fuera impuesta a un sujeto que ya estuviera sometido a otra medida de la misma naturaleza, el Juez o Tribunal podrán incluir también la imposición de las obligaciones y condiciones que ya se hubieran adoptado en el marco de aquella libertad vigilada previa.

5. Corresponderá en todo caso al Juez de Vigilancia Penitenciaria determinar el contenido de la libertad vigilada:

a) Cuando la medida de libertad vigilada deba cumplirse después de una pena de prisión. En este caso, al menos dos meses antes de la extinción de la pena de prisión, el Juez de Vigilancia Penitenciaria resolverá previos los informes y comprobaciones que estime necesarios y después de haber oído al penado y al Ministerio Fiscal.

b) En los supuestos del número 2.º del apartado 2 y del apartado 3 del artículo 104."
JUSTIFICACION

No se considera justificado ni proporcional la introducción

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL APARTADO SEPTUAGÉSIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la supresión del precepto 1.11ª  del artículo 104bis introducido a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre en el apartado septuagésimo segundo del Proyecto de Ley.

“11.ª Prohibición de consumir alcohol, drogas tóxicas, sustancias estupefacientes o psicotrópicas, cuando existan razones que permitan suponer que aquél pueda incrementar el riesgo de comisión de nuevos delitos. En estos casos, se impondrá también el deber de someterse al control de consumo de esas sustancias con la periodicidad que se determine o cuando se considere oportuno por los servicios de gestión de penas y medidas alternativas.”
JUSTIFICACIÓN

Manifiesta carencia de sentido.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL APARTADO  SEPTUAGÉSIMO SEGUNDO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la supresión del apartado 3 del artículo 105 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre que modifica el apartado septuagésimo segundo del Proyecto de Ley.

“3. Cuando el Juez de Vigilancia Penitenciaria hubiera resuelto conforme al apartado 1 de este artículo a instancias de la persona sujeta a la medida, podrá fijar un plazo dentro del cual no se dará curso a las peticiones de revisión presentadas por la persona sujeta a la medida. Este plazo no podrá ser superior a un año.”
JUSTIFICACIÓN

Las peticiones de revisión de las medidas de seguridad ante el juez de vigilancia penitenciaria no pueden ser prohibidas por plazo temporal alguno.
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  SEPTUAGÉSIMO QUINTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Septuagésimo quinto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 108 a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Septuagésimo quinto. Se modifica el artículo 108, que queda redactado del siguiente modo:

 
"1. Las medidas de seguridad privativas de libertad que fueran impuestas a un ciudadano extranjero podrán ser sustituidas por el Juez o Tribunal, en la sentencia o resolución que las imponga, o en otra posterior, por la expulsión del territorio nacional, salvo que excepcionalmente y de forma motivada se aprecie que la naturaleza del delito justifica el cumplimiento en España o que la expulsión resulte desproporcionada.

 
La expulsión así acordada llevará consigo el archivo de cualquier procedimiento administrativo que tuviera por objeto la autorización para residir o trabajar en España.

En el supuesto de que, acordada la sustitución de la medida de seguridad por la expulsión, ésta no pudiera llevarse a efecto, se procederá al cumplimiento de la medida de seguridad originariamente impuesta.

 
2. No procederá la sustitución cuando, a la vista de las circunstancias del hecho y las personales del autor, en particular su arraigo en España, la expulsión resulte desproporcionada. 


La expulsión de un ciudadano de la Unión Europea solamente procederá cuando: 

a) Hubiera sido condenado por uno o más delitos contra la vida, libertad, integridad física y libertad e indemnidad sexuales castigados con pena máxima de prisión de más de tres años,

 
b) exista un pronóstico de comportamiento futuro que revele la probabilidad de comisión de delitos de la misma naturaleza y de gravedad relevante, y 

c) represente una amenaza grave para el orden público o la seguridad pública.
 
3. El extranjero no podrá regresar a España en un plazo de 10 años, contados desde la fecha de su expulsión.

 
4. El extranjero que intentara quebrantar una decisión judicial de expulsión y prohibición de entrada a la que se refieren los apartados anteriores será devuelto por la autoridad gubernativa, empezando a computarse de nuevo el plazo de prohibición de entrada en su integridad."

JUSTIFICACIÓN
La medida de seguridad de expulsión unida al delito y no al delincuente se trata de una medida de carácter defensivo, y por lo tanto no resulta compatible con la naturaleza jurídica de dichas medidas de seguridad. Supone una genuina manifestación de insolidaridad internacional en la lucha contra el crimen y una grave conculcación del principio de culpabilidad, así como del de la jurisdiccionalidad –dado su automatismo- o del non bis in ídem. 

ENMIENDA, DE ADICIÓN, AL APARTADO NONAGÉSIMO TERCERO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)


Se propone la adición de una nueva letra c) al apartado nonagésimo tercero que añade un párrafo segundo al artículo 134 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, con el siguiente tenor literal:
“c) Durante el período de cumplimiento de la pena en el extranjero por la comisión del mismo delito.”

JUSTIFICACIÓN

Se trata de una convención internacionalmente aceptada el computo de cumplimientos en países extranjeros por el mismo delito, aunque no existan convenios internacionales de reciprocidad.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  NONAGÉSIMO CUARTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Nonagésimo Cuarto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 136 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Nonagésimo cuarto. Se modifica el artículo 136, que tendrá la siguiente redacción: 

"1. Los condenados que hayan extinguido su responsabilidad penal tienen derecho a obtener del Ministerio de Justicia, de oficio o a instancia de parte, la cancelación de sus antecedentes penales, cuando hayan transcurrido sin haber vuelto a delinquir los siguientes plazos, salvo las excepciones previstas en el apartado siguiente: 

a) Seis meses para las penas leves. 

b) Dos años para las penas que no excedan de 12 meses y las impuestas por delitos imprudentes. 

c) Tres años para las restantes penas menos graves inferiores a 3 años. 

d) Cinco años para las restantes penas menos graves iguales o superiores a 3 años. 

e) 10 años para las penas graves. 

2. Para la cancelación de las condenas impuestas por los delitos previstos en este apartado, salvo que por la pena impuesta corresponda un plazo superior conforme al apartado 1 de este artículo, el plazo necesario para la cancelación sin que el penado haya vuelto a delinquir será el siguiente: 

a) 25 años para las penas impuestas por delitos de terrorismo, las penas de prisión permanente revisable y las impuestas por la comisión de delitos imprescriptibles. 

b) 20 años para las penas impuestas por los delitos de homicidio doloso y asesinato, 

c) 15 años para las penas impuestas por delitos contra la libertad e indemnidad sexual. 

d) 15 años para las penas impuestas por delitos contra la salud pública, cuando la pena impuesta sea igual o superior a 5 años. 

e) 15 años para las penas impuestas por delitos de tenencia, tráfico y depósito de armas, municiones y explosivos. 

f) 15 años para las penas impuestas por delitos cometidos por una organización criminal. 

3. Los plazos a que se refieren los dos apartados anteriores se contarán desde el día siguiente a aquel en que quedara extinguida la pena, pero si ello ocurriese mediante la remisión condicional, el plazo, una vez obtenida la remisión definitiva, se computará retrotrayéndolo al día siguiente a aquel en que hubiere quedado cumplida la pena si no se hubiere disfrutado de este beneficio. En este caso, se tomará como fecha inicial para el cómputo de la duración de la pena, el día siguiente al del otorgamiento de la suspensión. 

4. Las penas impuestas a las personas jurídicas y las consecuencias accesorias del artículo 129 se cancelarán en el plazo que corresponda, de acuerdo con la regla prevista en el apartado primero de este artículo, salvo que se hubiese acordado la disolución o la prohibición definitiva de actividades. En estos casos, se cancelarán las anotaciones transcurridos 50 años computados desde el día siguiente a la firmeza de la sentencia. 

5. Las inscripciones de antecedentes penales en las distintas Secciones del Registro Central de Penados y Rebeldes no serán públicas. Durante su vigencia solo se emitirán certificaciones con las limitaciones y garantías previstas en sus normas específicas y en los casos establecidos por la Ley. En todo caso, se librarán las que soliciten los Jueces o Tribunales, se refieran o no a inscripciones canceladas, haciendo constar expresamente esta última circunstancia. 

En los casos en que, a pesar de cumplirse los requisitos establecidos en este artículo para la cancelación, ésta no se haya producido, el juez o tribunal, acreditadas tales circunstancias, no tendrá en cuenta dichos antecedentes."

JUSTIFICACIÓN

El agravamiento del régimen de cancelación de antecedentes que el Proyecto de Ley  propone no está suficientemente justificado y no es acorde con el principio de proporcionalidad, ni con el principio resocializador de las penas.

(Se mantiene la redacción vigente)
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  NONAGÉSIMO QUINTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Nonagésimo Quinto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce el artículo 136bis a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Nonagésimo quinto. Se introduce un artículo 136 bis, con el siguiente contenido: 

"1. El Registro Central de Penados procederá a dar de baja las inscripciones practicadas, cuando hayan transcurrido 15 años desde la cancelación de los antecedentes penales y en todo caso cuando transcurran 70 años desde el día siguiente a la fecha de la sentencia firme. 

2. El Registro Central de Penados procederá además a dar de baja las anotaciones correspondientes a las personas fallecidas. 

3. Las penas impuestas a las personas jurídicas y las consecuencias accesorias del artículo 129 se darán de baja por el Registro Central de Penados cuando hayan transcurrido 100 años desde el día siguiente a la fecha de la sentencia firme, siempre que no se haya anotado ningún nuevo procedimiento sobre la misma entidad. En este último caso, el plazo comenzará a computarse de nuevo desde el día siguiente a la fecha de la sentencia firme correspondiente a la última anotación."

JUSTIFICACIÓN
El agravamiento del régimen de cancelación de antecedentes que el Proyecto de Ley  propone no está suficientemente justificado y no es acorde con el principio de proporcionalidad, ni con el principio resocializador de las penas.

(Se mantiene la redacción vigente)

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  NONAGÉSIMO SEXTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Nonagésimo sexto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 138 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Nonagésimo sexto. Se modifica el artículo 138, que queda redactado del siguiente modo: 

"1. El que matare a otro será castigado, como reo de homicidio, con la pena de prisión de diez a quince años. 

2. Los hechos serán castigados con la pena superior en grado en los siguientes casos: 

a) cuando concurra en su comisión alguna de las circunstancias del apartado 1 del artículo 140, o 

b) cuando los hechos sean además constitutivos de un delito de atentado del artículo 550."

JUSTIFICACIÓN
El agravamiento de la respuesta punitiva al delito de homicidio no está suficientemente justificado y no es acorde con el principio de proporcionalidad.

(Se mantiene la redacción vigente)

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  NONAGÉSIMO SÉPTIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado Nonagésimo séptimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 139 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

“Artículo 139.

Será castigado con la pena de prisión de quince a veinte años, como reo de asesinato, el que matare a otro concurriendo alguna de las circunstancias siguientes:

1.ª Con alevosía.

2.ª Por precio, recompensa o promesa.

3.ª Con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor del ofendido.
4ª Para facilitar la comisión de otro delito o para evitar que se descubra.”

JUSTIFICACIÓN
El agravamiento de la respuesta punitiva al delito de asesinato no está suficientemente justificado y no es acorde con el principio de proporcionalidad.

Se mantiene la duración de la pena vigente, si bien introduciendo la cuarta circunstancia que prevé el Proyecto de ley.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  NONAGÉSIMO OCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la supresión del apartado Nonagésimo octavo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 140 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Nonagésimo octavo. Se modifica el artículo 140, que tendrá la siguiente redacción: 

"1. El asesinato será castigado con pena de prisión permanente revisable cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

1.ª Que la víctima sea menor de dieciséis años de edad, o se trate de una persona especialmente vulnerable por razón de su edad, enfermedad, o discapacidad física o mental. 

2.ª Que el hecho fuera subsiguiente a un delito contra la libertad sexual que el autor hubiera cometido sobre la víctima. 

3.ª Que del delito se hubiera cometido por quien perteneciere a un grupo u organización criminal. 

2. Al reo de asesinato que hubiera sido condenado por la muerte de más de dos personas se le impondrá una pena de prisión permanente revisable. En este caso, será de aplicación lo dispuesto en los artículos 78 bis.1.b) y 78 bis.2.b)."

JUSTIFICACIÓN

El agravamiento de la respuesta punitiva al delito de asesinato no está suficientemente justificado y no es acorde con el principio de proporcionalidad.

Se propone la supresión de la Prisión permanente revisable por no hallarse justificada desde razones de política criminal y por considerarla inconstitucional por varios motivos. Atenta contra la dignidad de los seres humanos (art. 10 CE). Atenta contra la prohibición de penas inhumanas y tratos crueles y degradantes (art. 15 CE). Vulnera el mandato constitucional de que las penas estén orientadas a la reeducación y reinserción social (art. 25.2 CE) y rompe peligrosamente con uno de los consensos constitucionales de 1978 de no establecer la cadena perpetua. Vulnera el principio constitucional de legalidad establecido en el art. 25.1 CE. Y, finalmente, existen posibilidades de error judicial que sería irreparable

(Se mantiene la redacción vigente)

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  NONAGÉSIMO NOVENO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la supresión del apartado Nonagésimo noveno del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce el artículo 141 bis a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Nonagésimo noveno. Se introduce un nuevo artículo 140 bis, con la siguiente redacción: 

"A los condenados por la comisión de uno o más delitos comprendidos en este Título se les podrá imponer además una medida de libertad vigilada."
JUSTIFICACIÓN
El agravamiento de la respuesta punitiva al delito de homicidio y asesinato no está suficientemente justificado y no es acorde con el principio de proporcionalidad.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO DUODÉCIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)


Se propone la modificación del apartado Centésimo duodécimo que modifica el apartado 2 del artículo 173 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:

Centésimo duodécimo. Se modifica el apartado 2 del artículo 173, que queda redactado como sigue:

 
"2. El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya sido su cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o personas con discapacidad necesitadas de especial protección que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, o sobre persona amparada en cualquier otra relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así como sobre las personas que por su especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a custodia o guarda en centros públicos o privados, será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, privación del derecho a la tenencia y porte de armas de tres a cinco años y, en su caso, cuando el juez o tribunal lo estime adecuado al interés del menor o persona con discapacidad necesitada de especial protección, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento por tiempo de uno a cinco años, sin perjuicio de las penas que pudieran corresponder a los delitos en que se hubieran concretado los actos de violencia física o psíquica.
 
(resto igual)."
JUSTIFICACIÓN


Dos años resulta un reproche penal manifiestamente insuficiente para la conducta que configura el injusto penal.
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO DECIMOSÉPTIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)


Se propone la modificación del apartado Centésimo decimoséptimo del Proyecto de Ley que modifica el apartado 1 del artículo 182 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:
“1. El que, interviniendo engaño o abusando de una posición reconocida de confianza, autoridad o influencia sobre la víctima, realice actos de carácter sexual con persona mayor de quince años y menor de dieciocho, será castigado con la pena de prisión de uno a tres años.”
JUSTIFICACIÓN
Adecuación de la edad de consentimiento sexual a los 15 años

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO DECIMOCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación de la rúbrica del capítulo II bis del título VIII del Libro II que quedará como sigue:

“CAPITULO II BIS

De los abusos y agresiones sexuales a menores de quince años”

JUSTIFICACIÓN
Entendemos que la edad de consentimiento sexual debe adecuarse a la realidad de la educación sexual en la actualidad; en este sentido, modificar, como hace el proyecto de ley, la edad para tal consentimiento a los 16 años nos parece despreciar la madurez afectiva y sexual de las personas menores de dicha edad pero que ya con 15 años están preparadas para decidir sobre su afectos emocionales y sexuales, como pasa en los países europeos del entorno.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO DECIMONOVENO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la modificación del apartado Centésimo decimonoveno del Proyecto de Ley que modifica el artículo 183 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:

“1. El que realizare actos de carácter sexual con un menor de quince años, será castigado como responsable de abuso sexual a un menor con la pena de prisión de dos a seis años.

2. Cuando los hechos se cometan empleando violencia o intimidación el responsable será castigado por el delito de agresión sexual a un menor con la pena de cinco a diez años de prisión. Las mismas penas se impondrán cuando mediante violencia o intimidación compeliere a un menor de quince años a participar en actos de naturaleza sexual con un tercero o a realizarlos sobre sí mismo.

3. Cuando el ataque consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o introducción de miembros corporales u objetos por alguna de las dos primeras vías, el responsable será castigado con la pena de prisión de ocho a doce años, en el caso del apartado 1 y con la pena de doce a quince años, en el caso del apartado 2.

4. Las conductas previstas en los tres números anteriores serán castigadas con la pena de prisión correspondiente en su mitad superior cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando el escaso desarrollo intelectual o físico de la víctima la hubiera colocado en una situación de total indefensión y, en todo caso, cuando sea menor de cuatro años.

b) Cuando los hechos se cometan por la actuación conjunta de dos o más personas.

c) Cuando la violencia o intimidación ejercidas revistan un carácter particularmente degradante o vejatorio.

d) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se haya prevalido de una relación de superioridad o parentesco, por ser ascendiente, o hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con la víctima.

e) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma dolosa o por imprudencia grave, la vida o salud de la víctima.

f) Cuando la infracción se haya cometido en el seno de una organización o de un grupo criminales que se dedicaren a la realización de tales actividades.

5. En todos los casos previstos en este artículo, cuando el culpable se hubiera prevalido de su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público, se impondrá, además, la pena de inhabilitación absoluta de seis a doce años.”

JUSTIFICACIÓN
Igual que enmienda anterior
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO VIGÉSIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la modificación del apartado Centésimo vigésimo del Proyecto de Ley que modifica el artículo 183bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:

“El que, con fines sexuales, determine a un menor de quince años a participar en un comportamiento de naturaleza sexual, o le haga presenciar actos de carácter sexual, aunque el autor no participe en ellos, será castigado con una pena de prisión de seis meses a dos años.

Si le hubiera hecho presenciar abusos sexuales, aunque al autor no hubiera participado en ellos, se impondrá una pena de prisión de uno a tres años.”

JUSTIFICACIÓN
Igual que enmienda anterior

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO VIGÉSIMO PRIMERO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la modificación del apartado Centésimo vigésimo primero del Proyecto de Ley que modifica el artículo 183ter de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:

“
1. El que a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología de la información y la comunicación contacte con un menor de quince años y proponga concertar un encuentro con el mismo a fin de cometer cualquiera de los delitos descritos en los artículos 183 y 189, siempre que tal propuesta se acompañe de actos materiales encaminados al acercamiento, será castigado con la pena de uno a tres años de prisión o multa de doce a veinticuatro meses, sin perjuicio de las penas correspondientes a los delitos en su caso cometidos. Las penas se impondrán en su mitad superior cuando el acercamiento se obtenga mediante coacción, intimidación o engaño.

2. El que a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología de la información y la comunicación contacte con un menor de quince años y realice actos dirigidos a embaucarle para que le facilite material pornográfico o le muestre imágenes pornográficas en las que se represente o aparezca dicho menor, será castigado con una pena de prisión de seis meses a dos años.”
JUSTIFICACIÓN
Igual que enmienda anterior

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO VIGÉSIMO SEGUNDO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la modificación del apartado Centésimo vigésimo segundo del Proyecto de Ley que modifica el artículo 183quárte de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:

“El consentimiento libre del menor de quince años excluirá la responsabilidad penal por los delitos previstos en este capítulo, cuando el autor sea una persona próxima al menor por edad y grado de desarrollo o madurez.”
JUSTIFICACIÓN
Igual que enmienda anterior
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO VIGÉSIMO SEXTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)


Se propone la modificación del apartado Centésimo vigésimo sexto del Proyecto de Ley que modifica el artículo 189 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:

“Centésimo vigésimo sexto. Se modifica el artículo 189, con el siguiente tenor literal:

1. Será castigado con la pena de prisión de dos a cinco años:

(resto igual)”

JUSTIFICACIÓN


Un año resulta un reproche penal manifiestamente insuficiente para la conducta que configura el injusto penal.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO QUICUAGÉSIMO TERCERO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la modificación del punto 3 del apartado Centésimo quincuagésimo tercero del Proyecto de Ley que modifica el artículo 252 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, quedando redactado como sigue:

“3. Si el hecho, por el escaso valor del perjuicio patrimonial causado y la situación económica de la víctima, resultara de escasa gravedad, se impondrá una pe​na de multa de uno a dos meses. En ningún caso se considerarán de escasa gravedad los casos en los que concurriere alguna de las circunstancias de los artículos 235 o 235 bis de este Código.” 
JUSTIFICACIÓN
En el art. 252 se utilizan términos ambiguos en la descripción de los tipos por lo que se aumenta la discrecionalidad de los Jueces y Tribunales. Por ello consideramos que debe eliminarse la limitación relativa a los 1.000 eu​ros, pues puede ocurrir que, precisamente por la situación económica de la víctima, un hurto en el que el valor económico del objeto material sea superior a ese importe pueda ser considerado de escasa entidad. 
Por otro lado, se propone reducir el límite máximo de la pena previs​ta para esta conducta, con el fin de que pueda ser considerada material​mente un delito leve y no un delito menos grave, como sería en realidad, de prosperar el texto del proyecto con su actual redacción.
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  CENTÉSIMO OCTOGÉSIMO SEGUNDO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la modificación del segundo párrafo del apartado 1 del artículo 252 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal que modifica el apartado Centésimo quincuagésimo tercero del Proyecto de Ley que modifica, quedando redactado como sigue:

“Dentro de estas medidas de vigilancia y control se incluye la contratación, selección cuidadosa y responsable y vigilancia del personal de inspección y control y, en general, las expresadas en los apartados 1º y 2º del número 2 del artículo 31 quater”

JUSTIFICACIÓN
En coherencia con nuestras enmiendas de modificación de los arts. 31 bis y 31 quater.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL PROYECTO DE LEY PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)  


Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 286bis del Código Penal, que queda redactado del siguiente modo:
“Artículo 286 bis

1. Quien por sí o por persona interpuesta prometa, ofrezca o conceda a directivos, administradores, empleados o colaboradores de una empresa mercantil o de una sociedad, asociación, fundación u organización un beneficio o ventaja de cualquier naturaleza no justificados para que le favorezca a él o a un tercero frente a otros, incumpliendo sus obligaciones en la adquisición o venta de mercancías o en la contratación de servicios profesionales, será castigado con la pena de prisión de seis meses a cuatro años, inhabilitación especial para el ejercicio de industria o comercio por tiempo de uno a seis años y multa del tanto al triplo del valor del beneficio o ventaja, así como pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de doce a veinte años.

2. (igual)

3. (igual)

4. (igual)

5. Lo dispuesto en este artículo será aplicable, a quienes por sí o persona interpuesta ofrezca o conceda a los responsables de los Partidos Políticos, Organizaciones Sindicales, Organizaciones Empresariales u otras que en el ejercicio de sus funciones de representación ejerzan competencias públicas o cuasipúblicas un beneficio o ventaja de cualquier naturaleza no justificada ajenas a la legislación reguladora de la financiación de estas organizaciones y con la pretensión de obtener beneficios indebidos.
6. Lo dispuesto en este artículo será aplicable, en sus respectivos casos, a los responsables de los Partidos Políticos, Organizaciones Sindicales, Organizaciones Empresariales u otras que en el ejercicio de sus funciones de representación ejerzan competencias públicas o cuasipúblicas en los casos en que perciban un beneficio o ventaja por cualquier persona, que no esté justificada por la legislación reguladora de la financiación de estas Organizaciones y con la pretensión de obtener beneficios indebidos”

JUSTIFICACIÓN
La especial ubicación constitucional de los Partidos Políticos como cauce fundamental de la representación política y de las Organizaciones Sindicales y Empresariales llamadas al ejercicio de competencia públicas o cuasipúblicas exigen un reproche penal a estas específicas conductas.
ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL PROYECTO DE LEY PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)  


Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el Capítulo V del Título XIX del Código Penal, que queda redactado del siguiente modo:

“CAPÍTULO V

Del cohecho

Artículo 419.

La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un acto contrario a los deberes inherentes al mismo o para no realizar o retrasar injustificadamente el que debiera practicar, incurrirá en la pena de prisión de seis a doce años, multa de un año a cuatro años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de catorce a veinticuatro años, sin perjuicio de la pena correspondiente al acto realizado, omitido o retrasado en razón de la retribución o promesa, si fuera constitutivo de delito.

Artículo 420.

La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar un acto propio de su cargo, incurrirá en la pena de prisión de cuatro a ocho años, multa de dos años a cuatro años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a catorce años.

Artículo 421.

(igual)

Artículo 422.

La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, admitiera, por sí o por persona interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en consideración a su cargo o función, incurrirá en la pena de prisión de uno a dos años y suspensión de empleo y cargo público de dos a seis años.

Artículo 423.

(igual)

Artículo 424.

1. (igual)

2. (igual)

3. Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o funcionario tuviere relación con un procedimiento de contratación, de subvenciones o de subastas convocados por las Administraciones o entes públicos, se impondrá al particular y, en su caso, a la sociedad, asociación u organización a que representare la pena de inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte del sector público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de seis a catorce años.

Artículo 425.

Cuando el soborno mediare en causa criminal a favor del reo por parte de su cónyuge u otra persona a la que se halle ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, o de algún ascendiente, descendiente o hermano por naturaleza, por adopción o afines en los mismos grados, se impondrá al sobornador la pena de prisión de uno a dos años.

Artículo 426.

(igual)

Artículo 427.

1. (igual)

2. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa de cuatro a diez años, o del triple al quíntuple del beneficio obtenido cuando la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa de dos a seis años, o del doble al cuádruple del beneficio obtenido cuando la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de libertad no incluida en el anterior inciso.

c) Multa de uno a cuatro años, o del doble al triple del beneficio obtenido si la cantidad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

JUSTIFICACIÓN

El fenómeno de la corrupción ha adquirido una dimensión tan profunda que está erosionando la propia legitimidad socio-político en el que vivimos y el reproche penal previsto en la norma que se enmienda, en este contexto, resulta insuficiente.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL PROYECTO DE LEY PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)  


Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el Capítulo VI del Título XIX del Código Penal, que queda redactado del siguiente modo:
“CAPÍTULO VI

Del tráfico de influencias

Artículo 428.

El funcionario público o autoridad que influyere en otro funcionario público o autoridad prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con otro funcionario o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero, incurrirá en las penas de prisión de uno a cuatro años, multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a doce años. Si obtuviere el beneficio perseguido, estas penas se impondrán en su mitad superior.

Artículo 429.

El particular que influyere en un funcionario público o autoridad prevaliéndose de cualquier situación derivada de su relación personal con éste o con otro funcionario público o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero, será castigado con las penas de prisión de uno a cuatro años y multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido. Si obtuviere el beneficio perseguido, estas penas se impondrán en su mitad superior.

Artículo 430.

Los que, ofreciéndose a realizar las conductas descritas en los artículos anteriores, solicitaren de terceros dádivas, presentes o cualquier otra remuneración, o aceptaren ofrecimiento o promesa, serán castigados con la pena de prisión de uno a dos años.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrá la pena de multa de uno a cuatro años.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33

Artículo 431.

(igual).”

JUSTIFICACIÓN

El fenómeno de la corrupción ha adquirido una dimensión tan profunda que está erosionando la propia legitimidad socio-político en el que vivimos y el reproche penal previsto en la norma que se enmienda, en este contexto, resulta insuficiente.
ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL PROYECTO DE LEY PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)  


Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el Capítulo VII del Título XIX del Código Penal, que queda redactado del siguiente modo:
“CAPÍTULO VII

De la malversación

Artículo 432.

1. La autoridad o funcionario público que, con ánimo de lucro, sustrajere o consintiere que un tercero, con igual ánimo, sustraiga los caudales o efectos públicos que tenga a su cargo por razón de sus funciones, incurrirá en la pena de prisión de seis a doce años e inhabilitación absoluta por tiempo de doce a veinte años.

2. Se impondrá la pena de prisión de ocho a dieciséis años y la de inhabilitación absoluta por tiempo de quince a treinta años si la malversación revistiera especial gravedad atendiendo al valor de las cantidades sustraídas y al daño o entorpecimiento producido al servicio público. Las mismas penas se aplicarán si las cosas malversadas hubieran sido declaradas de valor histórico o artístico, o si se tratara de efectos destinados a aliviar alguna calamidad pública.

3. Cuando la sustracción no alcance la cantidad de 4.000 euros, se impondrán las penas de multa superior a cuatro y hasta ocho meses, prisión de uno a seis años y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de hasta seis años.

Artículo 433.

La autoridad o funcionario público que destinare a usos ajenos a la función pública los caudales o efectos puestos a su cargo por razón de sus funciones, incurrirá en la pena de multa de uno a dos años, y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de uno a seis años.

Si el culpable no reintegrara el importe de lo distraído dentro de los diez días siguientes al de la incoación del proceso, se le impondrán las penas del artículo anterior.

Artículo 433bis.

1. La autoridad o funcionario público que, de forma idónea para causar un perjuicio económico a la entidad pública de la que dependa, y fuera de los supuestos previstos en el artículo 390, falseare su contabilidad, los documentos que deban reflejar su situación económica o la información contenida en los mismos, será castigado con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de dos a veinte años y multa de uno a cuatro años.

2. (igual)

3. Si se llegare a causar el perjuicio económico a la entidad, se impondrán las penas de prisión de dos a ocho años, inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a veinte años y multa de dos a cuatro años.

Artículo 434

La autoridad o funcionario público que, con ánimo de lucro propio o ajeno y con grave perjuicio para la causa pública, diere una aplicación privada a bienes muebles o inmuebles pertenecientes a cualquier Administración o Entidad estatal, autonómica o local u Organismos dependientes de alguna de ellas, incurrirá en las penas de prisión de dos a seis años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a doce años.

Artículo 435

(igual)”
JUSTIFICACIÓN

El fenómeno de la corrupción ha adquirido una dimensión tan profunda que está erosionando la propia legitimidad socio-político en el que vivimos y el reproche penal previsto en la norma que se enmienda, en este contexto, resulta insuficiente.
ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL PROYECTO DE LEY PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)  


Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el Capítulo VIII del Título XIX del Código Penal, que queda redactado del siguiente modo:
“CAPÍTULO VIII

De los fraudes y exacciones ilegales

Artículo 436

La autoridad o funcionario público que, interviniendo por razón de su cargo en cualesquiera de los actos de las modalidades de contratación pública o en liquidaciones de efectos o haberes públicos, se concertara con los interesados o usase de cualquier otro artificio para defraudar a cualquier ente público, incurrirá en las penas de prisión de dos a seis años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de doce a veinte años. Al particular que se haya concertado con la autoridad o funcionario público se le impondrá la misma pena de prisión que a éstos, así como la de inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte del sector público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de cuatro a diez años.

Artículo 437.

La autoridad o funcionario público que exigiere, directa o indirectamente, derechos, tarifas por aranceles o minutas que no sean debidos o en cuantía mayor a la legalmente señalada, será castigado, sin perjuicio de los reintegros a que viniere obligado, con las penas de multa de uno a cuatro años y de suspensión de empleo o cargo público por tiempo de uno a ocho años.

Artículo 438.

La autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, cometiere algún delito de estafa o apropiación indebida, incurrirá en las penas respectivamente señaladas a éstos, en su mitad superior, e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de cuatro a doce años.”
JUSTIFICACIÓN

El fenómeno de la corrupción ha adquirido una dimensión tan profunda que está erosionando la propia legitimidad socio-político en el que vivimos y el reproche penal previsto en la norma que se enmienda, en este contexto, resulta insuficiente.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL PROYECTO DE LEY PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)  


Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el Capítulo IX del Título XIX del Código Penal, que queda redactado del siguiente modo:
“CAPÍTULO IX

De las negociaciones y actividades prohibidas a los funcionarios públicos y de los abusos en el ejercicio de su función

Artículo 439

La autoridad o funcionario público que, debiendo intervenir por razón de su cargo en cualquier clase de contrato, asunto, operación o actividad, se aproveche de tal circunstancia para forzar o facilitarse cualquier forma de participación, directa o por persona interpuesta, en tales negocios o actuaciones, incurrirá en la pena de prisión de uno a cuatro años, multa de uno a cuatro años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de dos a ocho años.

Artículo 440

Los peritos, árbitros y contadores partidores que se condujeren del modo previsto en el artículo anterior, respecto de los bienes o cosas en cuya tasación, partición o adjudicación hubieran intervenido, y los tutores, curadores o albaceas respecto de los pertenecientes a sus pupilos o testamentarías, serán castigados con la pena de multa de dos a cuatro años e inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u oficio, guarda, tutela o curatela, según los casos, por tiempo de seis a doce años.

Artículo 441

La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos admitidos en las Leyes o Reglamentos, realizare, por sí o por persona interpuesta, una actividad profesional o de asesoramiento permanente o accidental, bajo la dependencia o al servicio de entidades privadas o de particulares, en asunto en que deba intervenir o haya intervenido por razón de su cargo, o en los que se tramiten, informen o resuelvan en la oficina o centro directivo en que estuviere destinado o del que dependa, incurrirá en las penas de multa de uno a cuatro años, y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de dos a seis años.

Artículo 442

La autoridad o funcionario público que haga uso de un secreto del que tenga conocimiento por razón de su oficio o cargo, o de una información privilegiada, con ánimo de obtener un beneficio económico para sí o para un tercero, incurrirá en las penas de multa del tanto al triplo del beneficio perseguido, obtenido o facilitado e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de cuatro a ocho años. Si obtuviere el beneficio perseguido se impondrán las penas en su mitad superior.

(Resto igual)

Artículo 443

(igual)

Artículo 444

(igual).”

JUSTIFICACIÓN

El fenómeno de la corrupción ha adquirido una dimensión tan profunda que está erosionando la propia legitimidad socio-político en el que vivimos y el reproche penal previsto en la norma que se enmienda, en este contexto, resulta insuficiente.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL PROYECTO DE LEY PROYECTO DE LEY ORGÁNICA por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Núm. expte. 121/000065)  


Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el Capítulo X del Título XIX del Código Penal, que queda redactado del siguiente modo:
“CAPÍTULO X

De los delitos de corrupción en las transacciones comerciales internacionales

Artículo 445

1. Los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier beneficio indebido, pecuniario o de otra clase, corrompieren o intentaren corromper, por sí o por persona interpuesta, a los funcionarios públicos extranjeros o de organizaciones internacionales, en beneficio de estos o de un tercero, o atendieran sus solicitudes al respecto, con el fin de que actúen o se abstengan de actuar en relación con el ejercicio de funciones públicas para conseguir o conservar un contrato u otro beneficio irregular en la realización de actividades económicas internacionales, serán castigados con las penas de prisión de cuatro a diez años y multa de uno a cuatro años, salvo que el beneficio obtenido fuese superior a la cantidad resultante, en cuyo caso la multa será del tanto al duplo del montante de dicho beneficio.

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pena de prohibición de contratar con el sector público, así como la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social, y la prohibición de intervenir en transacciones comerciales de trascendencia pública por un periodo de diez  a veinte años.

(Resto igual)”

JUSTIFICACIÓN

El fenómeno de la corrupción ha adquirido una dimensión tan profunda que está erosionando la propia legitimidad socio-político en el que vivimos y el reproche penal previsto en la norma que se enmienda, en este contexto, resulta insuficiente.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO DECIMOSEXTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo decimosexto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 485 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Ducentésimo decimosexto. Se modifica el artículo 485, que tendrá la siguiente redacción: 

"1. El que matare al Rey o al Príncipe heredero de la Corona será castigado con la pena de prisión permanente revisable. 

2. El que matare a cualquiera de los ascendientes o descendientes del Rey, a la Reina consorte o al consorte de la Reina, al Regente o a algún miembro de la Regencia, será castigado con la pena de prisión de veinte a veinticinco años, salvo que los hechos estuvieran castigados con una pena más grave en algún otro precepto de este Código. 

Si concurrieran en el delito dos o más circunstancias agravantes, se impondrá la pena de prisión de veinticinco a treinta años. 

3. En el caso de tentativa de estos delitos se podrá imponerse la pena inferior en un grado."
JUSTIFICACIÓN

El agravamiento de la respuesta punitiva al delito de atentado contra la Corona no está suficientemente justificado y no es acorde con el principio de proporcionalidad.

Se propone la supresión de la Prisión permanente revisable por no hallarse justificada desde razones de política criminal y por considerarla inconstitucional por varios motivos. Atenta contra la dignidad de los seres humanos (art. 10 CE). Atenta contra la prohibición de penas inhumanas y tratos crueles y degradantes (art. 15 CE). Vulnera el mandato constitucional de que las penas estén orientadas a la reeducación y reinserción social (art. 25.2 CE) y rompe peligrosamente con uno de los consensos constitucionales de 1978 de no establecer la cadena perpetua. Vulnera el principio constitucional de legalidad establecido en el art. 25.1 CE. Y, finalmente, existen posibilidades de error judicial que sería irreparable.

(Se mantiene la redacción vigente)

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO DECIMOSÉPTIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo decimoséptimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 510 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Ducentésimo decimoséptimo. Se modifica el artículo 510, que queda redactado del siguiente modo: 

"1. Serán castigados con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de seis a doce meses: 

a) Quienes fomenten, promuevan o inciten directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o discapacidad.

b) Quienes produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido sean idóneos para fomentar, promover, o incitar directa o indirectamente al odio, hostilidad discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o discapacidad. 

c) Quienes nieguen, trivialicen gravemente o enaltezcan los delitos de genocidio, de lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, o enaltezcan a sus autores, cuando se hubieran cometido contra un grupo o una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia al mismo, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, la situación familiar o la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o discapacidad, cuando de este modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mismos. 

2. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de seis a doce meses: 

a) Quienes lesionen la dignidad de las personas mediante acciones que entrañen humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos a que se refiere el apartado anterior, o de una parte de los mismos, o de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a ellos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o discapacidad, o produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido sean idóneos para lesionar la dignidad de las personas por representar una grave humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos mencionados, de una parte de ellos, o de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a los mismos. 

b) Quienes enaltezcan o justifiquen por cualquier medio de expresión pública o de difusión los delitos que hubieran sido cometidos contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o discapacidad, o a quienes hayan participado en su ejecución. 

Los hechos serán castigados con una pena de prisión de uno a cuatro años de prisión y multa de seis a doce meses cuando de ese modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mencionados grupos. 

3. Las penas previstas en los apartados anteriores se impondrán en su mitad superior cuando los hechos se hubieran llevado a cabo a través de un medio de comunicación social, por medio de Internet, o mediante el uso de tecnologías de la información, de modo que aquél se hiciera accesible a un elevado número de personas. 

4. Cuando los hechos, a la vista de sus circunstancias, resulten idóneos para alterar la paz pública o crear un grave sentimiento de inseguridad o temor entre los integrantes del grupo, se impondrá la pena en su mitad superior, que podrá elevarse hasta la superior en grado. 

5. El Juez o Tribunal acordará la destrucción, borrado o inutilización de los libros, archivos, documentos, artículos y cualquier clase de soporte objeto del delito a que se refieren los apartados anteriores o por medio de los cuales se hubiera cometido. Cuando el delito se hubiera cometido a través de tecnologías de la información y la comunicación, se acordará la retirada de los contenidos. 

En los casos en los que, a través de un portal de acceso a Internet o servicio de la sociedad de la información, se difundan exclusiva o preponderantemente los contenidos a que se refiere el apartado anterior, se ordenará el bloqueo del acceso o la interrupción de la prestación del mismo."

JUSTIFICACIÓN
Se considera suficiente la respuesta punitiva vigente a los delitos cometidos con ocasión del ejercicio de los derechos fundamentales y de las libertades públicas garantizados por la Constitución, del Capítulo IV, sección 1ª del Título XXI del Código Penal sobre Delitos contra la Constitución, sin que se halle debidamente justificada el agravamiento de la respuesta punitiva. La redacción ambigua del Proyecto es contraria al principio constitucional de seguridad jurídica y de legalidad. 

(Se mantiene la redacción vigente)

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO DECIMOCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo decimoctavo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo artículo 510 bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Ducentésimo decimoctavo. Se introduce un nuevo artículo 510 bis, con la siguiente redacción: 

"Se impondrán las penas superiores en grado a las previstas en el artículo anterior cuando los hechos en él descritos fueran cometidos por quienes pertenecieren a una organización delictiva, aunque fuera de carácter transitorio. 

A los jefes, encargados o administradores de la organización se les impondrán las penas superiores en grado a las previstas en el párrafo anterior."

JUSTIFICACIÓN
En coherencia con la enmienda de supresión del apartado ducentésimo decimoséptimo.

Se considera suficiente la respuesta punitiva vigente a los delitos cometidos con ocasión del ejercicio de los derechos fundamentales y de las libertades públicas garantizados por la Constitución, del Capítulo IV, sección 1ª del Título XXI del Código Penal sobre Delitos contra la Constitución, sin que se halle debidamente justificada el agravamiento de la respuesta punitiva. La redacción ambigua del Proyecto es contraria al principio constitucional de seguridad jurídica y de legalidad. 

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO DECIMONOVENO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo decimonoveno del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo artículo 510 ter de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Ducentésimo decimonoveno. Se introduce un nuevo artículo 510 ter, con la siguiente redacción: 

"Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos comprendidos en los dos artículos anteriores, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

En este caso será igualmente aplicable lo dispuesto en el número 3 del artículo 510 del Código Penal."
JUSTIFICACIÓN
En coherencia con la enmienda de supresión del apartado ducentésimo decimoséptimo.

Se considera suficiente la respuesta punitiva vigente a los delitos cometidos con ocasión del ejercicio de los derechos fundamentales y de las libertades públicas garantizados por la Constitución, del Capítulo IV, sección 1ª del Título XXI del Código Penal sobre Delitos contra la Constitución, sin que se halle debidamente justificada el agravamiento de la respuesta punitiva. La redacción ambigua del Proyecto es contraria al principio constitucional de seguridad jurídica y de legalidad. 

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO VIGÉSIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado Ducentésimo vigésimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 515 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del modo siguiente:

“Artículo 515.

Son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal consideración:

1.º Las que tengan por objeto cometer algún delito o, después de constituidas, promuevan su comisión.

2.º Las que, aun teniendo por objeto un fin lícito, empleen medios violentos o de alteración o control de la personalidad para su consecución.

3.º Las organizaciones de carácter paramilitar.

5.º Las que ejerzan la discriminación, el odio o la violencia contra personas, grupos o asociaciones por razón de su ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miembros o de alguno de ellos a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o minusvalía, o inciten a ello.”

JUSTIFICACIÓN

El proyecto de Ley introduce dos modificaciones en el texto vigente: de un lado, suprime la referencia a faltas que nos parece correcta en este tipo y por otro lado introduce conceptos difusos como el fomento de actividades que describe.

Sin perjuicio de que debiera realizarse una revisión integral de los tipos de los artículos 515  a 521, para adecuar su contenido a los parámetros del ejercicio del derecho fundamental de asociación del art. 22 CE en el marco de un Estado democrático del siglo XXI e impedir que la respuesta punitiva alcance a supuesto de ejercicio legítimo del derecho de discrepancia política, entendemos más adecuada la redacción original del Código Penal de 1995, con una pequeña modificación en el apartado 5º, consistente en sustituir el verbo de “promover” por “ejercer”, a fin de garantizar en mejor medida el respeto al principio de seguridad jurídica y legalidad.

Se suprime el apartado 2º relativo a bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas, por mantener los delitos del capítulo VI del Título XXII  De las organizaciones y grupos criminales. 

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO VIGÉSIMO PRIMERO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado Ducentésimo vigésimo primero del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 550 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del modo siguiente:

“Artículo 550.

1. Son reos de atentado los que agredieren con intimidación grave o violencia u opusieran resistencia activa a la autoridad, a sus agentes o funcionarios públicos, o los acometieren, cuando se hallen en el ejercicio de las funciones de sus cargos o con ocasión de ellas. 

2.-Los atentados serán castigados con las penas de uno a cuatro años y multa de tres a seis meses si el atentado fuera contra autoridad y de prisión de seis meses a tres años en los demás casos. 

3.- No obstante lo previsto en el apartado anterior, si la autoridad contra la que se atentare fuera miembro del Gobierno, de los Consejos de Gobierno de la Comunidades Autónomas o de las Diputaciones Forales, del Congreso de los Diputados, del Senado ,de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas o  de las Juntas Generales de los Territorios Históricos, de las corporaciones locales, del Consejo General del Poder Judicial Magistrado del Tribunal Constitucional Juez, Magistrado o miembro del Ministerio Fiscal, se impondrá la pena de uno a seis años y multa de seis a doce meses.”  

JUSTIFICACIÓN

Se introduce la necesidad de que la resistencia sea activa para que resulte punible. Además se introduce a los miembros de las Diputaciones Forales y de las Juntas Generales de los Territorios Históricos entre las personas que reciben la protección agravada del apartado 3. 

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO VIGÉSIMO QUINTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado Ducentésimo vigésimo quinto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 557 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del modo siguiente:

Artículo 557.

“Quienes actuando en grupo alteraren la paz pública ejecutando actos de violencia sobre las personas o de fuerza sobre las cosas, o amenazando a otros con llevarlos a cabo, serán castigados con una pena de seis meses a dos años de prisión. 

Estas penas serán impuestas sin perjuicio de las que pudieran corresponder a los actos concretos de violencia o de amenazas que se hubieran llevado a cabo”. 

JUSTIFICACIÓN

La redacción propuesta está inspirada en la redacción original del Código Penal de 1995, por entenderla más proporcionada con los bienes jurídicos afectados.

Se elimina del Proyecto de Ley la introducción como sujetos activos a los que “individualmente pero amparados en el grupo”, por entender que el hecho de actuar individualmente no reúne el nivel de injusto suficiente para exigir mayor responsabilidad penal que la exigible pro los actos concretos de violencia, intimidación o daños cometidos. 

También se elimina del proyecto de ley los actos de incitación o el simple refuerzo de la disposición de los terceros a llevarlas a cabo en línea del informe del CGPJ, dado que implicaría una alteración del régimen general, ya que la incitación no acompañada de ejecución del hecho sólo es punible como modalidad de provocación (art. 18.1 CP) cuando se lleve a cabo por medio de imprenta, radiodifusión o cualquier otro medio de eficacia semejante que facilite la publicidad, o ante una concurrencia de personas. 
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO VIGÉSIMO SEXTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado Ducentésimo vigésimo sexto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo artículo 557 bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 557 bis
Los hechos descritos en el artículo anterior serán castigados con un pena de uno a tres años cuando concurran algunas de las circunstancias siguientes: 
1º Cuando alguno de los partícipes en el delito portare un arma u otro instrumento peligroso o exhibiere un arma de fuego simulada.

2º Cuando el acto de violencia ejecutado resulte potencialmente peligroso para la vida de las personas o pueda causar lesiones graves. En particular, están incluidos los supuestos de lanzamiento de objetos contundentes o líquidos inflamables, el incendio y la utilización de explosivos.

3º Cuando se llevaren a cabo actos de pillaje.

4º Cuando el autor del hecho se prevaliera de su condición de autoridad, agente de esta o funcionario público.”

JUSTIFICACIÓN 

Se reduce la pena máxima de seis a tres años de prisión, por considerarlo suficiente, tanto más cuanto que la pena por desórdenes públicos se aplica junto con la pena que corresponda por los actos contra el patrimonio o por amenazas que pudieran haberse cometido.

Se suprime la circunstancia agravante relativa a que los hechos se lleven a cabo en una manifestación o reunión numerosa, por entender que no incrementa el injusto del tipo básico y puede suponer una limitación injusta del derecho fundamental a manifestación.
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO VIGÉSIMO SÉPTIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo vigésimo séptimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo artículo 557 ter de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

“Ducentésimo vigésimo séptimo. Se introduce un nuevo artículo 557 ter, con el siguiente contenido: 

1. Los que, actuando en grupo o individualmente pero amparados en él, invadan u ocupen, contra la voluntad de su titular, el domicilio de una persona jurídica pública o privada, un despacho, oficina, establecimiento o local, aunque se encuentre abierto al público, y causen con ello una perturbación relevante de su actividad normal, serán castigados con una pena de prisión de tres a seis meses o multa de seis a doce meses, salvo que los hechos ya estuvieran castigados con una pena más grave en otro precepto de este Código. 

2. Los hechos serán castigados con la pena superior en grado cuando concurran las circunstancias 1.ª, 3.ª, 4.ª ó 5.ª del artículo 557 bis."

JUSTIFICACIÓN
La propuesta del Proyecto de Ley vulnera el principio de proporcionalidad en sentido estricto en la medida en que una amenaza de pena de hasta seis meses de prisión para el que reuniéndose en un local abierto al público pueda simplemente interrumpir el normal funcionamiento de su actividad, supone sin duda una limitación desproporcionada del ejercicio legítimo del derecho a la reunión.
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO VIGÉSIMO OCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo vigésimo octavo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 559 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Ducentésimo vigésimo octavo. Se modifica el artículo 559, que queda redactado como sigue: 

"La distribución o difusión pública, a través de cualquier medio, de mensajes o consignas que inciten a la comisión de alguno de los delitos de alteración del orden público del artículo 557 bis del Código Penal, o que sirvan para reforzar la decisión de llevarlos a cabo, será castigado con una pena de multa de tres a doce meses o prisión de tres meses a un año."

JUSTIFICACIÓN 
No consideramos que la simple provocación al tipo básico del 557 merezca ser sancionada penalmente y por el contrario tipificarlo puede limitar injustamente los derechos fundamentales de libertad de expresión y de manifestación. 

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO VIGÉSIMO NOVENO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo vigésimo noveno del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo artículo 560 bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

Ducentésimo vigésimo noveno. Se introduce un nuevo artículo 560 bis, con la siguiente redacción:

 
"Quienes actuando individualmente, o mediante la acción concurrente de otros, interrumpan el funcionamiento de los servicios de telecomunicación o de los medios de transporte público y alteren con ello de forma grave la prestación normal del servicio, serán castigados con una pena de tres meses a dos años de prisión o multa de seis a veinticuatro meses."
JUSTIFICACIÓN 

El vigente artículo 560 CP sanciona ya la causación de daños que interrumpan, obstaculicen o destruyan líneas o instalaciones de telecomunicaciones o la correspondencia postal. El 560 bis en el proyecto pretende castigar penalmente aquellos mismos casos de interrupción cuando se lleven a cabo sin causar desperfectos. Ello supone una clara vulneración del principio de proporcionalidad, ya que una pena de prisión de hasta dos años para el que manifestándose pueda simplemente interrumpir el normal funcionamiento de los autobuses, supone sin duda una limitación desproporcionada el ejercicio legítimo del derecho de manifestación (STEDH de 15 de marzo de 2011, Caso Otegi Modragon vs España).

Se considera suficiente la sanción administrativa de dichas conductas al amparo de la Ley 1/1992 de seguridad ciudadana. 

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO TRIGÉSIMO TERCERO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado Ducentésimo trigésimo tercero del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el apartado 1 del artículo 570 bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del siguiente modo

“1.Quienes promovieren, constituyeren, organizaren, coordinaren o dirigieren una organización criminal serán castigados con la pena de prisión de cuatro a ochos años si aquella tuviera por finalidad u objeto la comisión de delitos graves, y quienes participaren activamente en la organización, formaren parte de ella o cooperen económicamente con ella de manera sustancial, serán castigados con las penas de prisión de dos a cinco años.

A efectos de este Código se entiende por organización criminal la agrupación formada por más de dos personas con carácter estable o por tiempo indefinido, que de manera concertada y coordinada se repartan diversas tareas o funciones con el fin de cometer delitos graves. “

JUSTIFICACION

Los nuevo tipos de delitos de organización criminal y grupos criminales fueron introducidos por la Reforma del Código Penal operada por Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, para incorporar las previsiones de la Decisión Marco 2008/841/JAI, pero ésta Decisión comunitaria únicamente conmina a castigar la participación activa en estas organizaciones para la realización de delitos graves, definidos como aquellos castigados con penas de prisión superiores a cuatro años. En ningún caso, por lo tanto la comisión de faltas ni de delitos no graves. Por ello se elimina de la descripción del tipo la referencia a los delitos no graves. 

Y en todo caso, se ha de despenalizar mera integración y el mero formar parte de este tipo de organizaciones, es decir, la participación pasiva, por ser inconstitucional y facilitar la doctrina “todo es ETA”. 

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO TRIGÉSIMO CUARTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone modificar el apartado Ducentésimo trigésimo cuarte del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el apartado 1 del artículo 570 ter de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado como sigue:

“1. Quienes constituyeren, financiaren o integraren un grupo criminal serán castigados.

a. Si la finalidad del grupo es cometer delitos graves de los mencionados en el apartado 3 del artículo anterior, con la pena de dos a cuatro años de prisión. 

b. Con la pena de seis meses a dos años de prisión si la finalidad del grupo es cometer cualquier otro delito grave.

A los efectos de este Código se entiende por grupo criminal la unión de más de dos personas que, sin reunir alguna o algunas de las características de la organización criminal definida en el artículo anterior, tenga por finalidad o por objeto la perpetración concertada de delitos graves”

JUSTIFICACIÓN
En coherencia con la enmienda realizada al artículo 570 bis, se limita el tipo del injusto a la participación en grupo criminal con la finalidad de cometer delitos graves y se despenaliza la mera participación pasiva, por ser inconstitucional y facilitar la doctrina “todo es ETA”. 

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)

Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 571 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del siguiente modo:

“1. Quienes pertenezcan, actúen al servicio o colaboren activamente con una organización o grupo terrorista serán castigados con las penas de prisión de ocho a catorce años e inhabilitación para empleo o cargo público por igual periodo de tiempo

2. Quien participaran activamente en la organización o grupo terrorista será castigado con las penas de prisión de seis a doce años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por igual periodo de tiempo.

3. A los efectos de este Código, se considerarán organizaciones o grupos terroristas aquellas agrupaciones que reúnan los siguientes tres requisitos:

a) que cometa delitos graves contra individuos o sectores de la población en general, con la intención de causar la muerte o lesiones corporales graves, o la toma de rehenes.

b) que persigan la intención de provocar un estado de terror, intimidar a una población u obligar a un Gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse a realizarlo. 

c) que sus actos contengan todos los elementos para constituir un delito grave castigado con prisión superior a cinco años (art. 33 CP)”

JUSTIFICACIÓN

Se propone una redacción del tipo del delito de terrorismo que recoge las recomendaciones del Relator Especial de Derechos Humanos en sus informes d e2008 y 2011, con objeto de adecuar las definiciones jurídicas de este tipo de delitos al principio de legalidad y respeto a los tratados internacionales ratificados por el Estado español en materia de derechos humanos.

A tal efecto se elimina del tipo penal la mera participación pasiva (“formar parte”) y se define las organizaciones y grupos terroristas según los estándares internacionales (Resolución 1566/2004 del Consejo de Seguridad de la ONU)

Se adecuan los periodos de inhabilitación especial para empleo y cargo público al periodo de prisión para facilitar con ello la reinserción del preso.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO TRIGÉSIMO QUINTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación del apartado ducentésimo trigésimo quinto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el apartado 2 del artículo 572 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del modo siguiente:

“2. Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con las organizaciones o grupos terroristas atentaren contra las personas, incurrirán:

1.º En la pena de prisión de veinte a treinta años si causaran la muerte de una persona.

2.º En la pena de prisión de quince a veinte años si causaran lesiones de las previstas en los artículos 149 y 150 o secuestraran a una persona.

3.º En la pena de prisión de dos a seis años si causaran cualquier otra lesión o si  amenazaran o coaccionaran a una persona.

4º En la pena de diez a quince años si detuvieran ilegalmente a una persona.”

JUSTIFICACIÓN
Se suprime la Prisión Permanente Revisable y se mantienen las penas vigentes salvo en el tercer supuesto que se reducen para adecuarlas al principio de proporcionalidad. Para el caso de las lesiones de menor gravedad se atiende a la pena agravada de lesiones prevista en el artículo 148.

Los delitos de detención ilegal pueden llegar a alcanzar penas de mayor duración que las de lesiones de menor gravedad y para las amenazas y coacciones, lo que incluirlas en el mismo apartado lleva a penas desproporcionadas para este tipo de delitos. Se estima más adecuado separarlos en apartado distintos e imponerles penas más proporcionadas.
ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO TRIGÉSIMO SEXTO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo trigésimo sexto del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 574 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda sin contenido.

Ducentésimo trigésimo sexto. Se modifica el artículo 574, que queda redactado con el siguiente tenor:
 
"Los que perteneciendo, actuando al servicio o colaborando con organizaciones o grupos terroristas, cometan cualquier otra infracción con alguna de las finalidades expresadas en el apartado 3 del artículo 571, serán castigados con la pena señalada al delito ejecutado en su mitad superior."
JUSTIFICACIÓN
Con objeto de cumplir con las recomendaciones del Relator Especial de Derechos Humanos de ONU, la falta de precisión en la redacción de ese artículo entraña el riesgo de aplicarlo a delitos que no conlleven o no tengan relación suficiente con el elemento intencional de causar la muerte o lesiones corporales graves, elementos del injusto a los que se debería limitar la descripción del tipo del delito de terrorismo.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 575 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 575.

Los que, con el fin de allegar fondos a las organizaciones o grupos terroristas señalados anteriormente, atentaren contra el patrimonio, serán castigados con la pena superior en grado a la que correspondiere por el delito cometido.”

JUSTIFICACIÓN

Se suprimen el inciso relativo al delito de colaboración del 574 en coherencia con la enmienda de dejar sin contenido dicho artículo. Se elimina también el elemento finalista  del tipo , para adecuarse a la definición del delito de terrorismo admitida en sede de Naciones Unidas.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el artículo 576 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 576.

1. Será castigado con las penas de prisión de cinco a diez años y multa de dieciocho a veinticuatro meses el que lleve a cabo, recabe o facilite cualquier acto de colaboración con las actividades o las finalidades de una organización o grupo terrorista.

2. Son actos de colaboración la información o vigilancia de personas, bienes o instalaciones; la construcción, el acondicionamiento, la cesión o la utilización de alojamientos o depósitos; la ocultación o traslado de personas vinculadas a organizaciones o grupos terroristas; la organización de prácticas de entrenamiento o la asistencia a ellas, y, en general, cualquier otra forma equivalente de cooperación que facilite la comisión de algún tipo de actividad violenta a las citadas organizaciones o grupos terroristas.

Cuando la información o vigilancia de personas mencionada en el párrafo anterior ponga en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas, se impondrá la pena prevista en el apartado 1 en su mitad superior. Si llegara a ejecutarse el riesgo prevenido, se castigará el hecho como coautoría o complicidad, según los casos.

3. Las mismas penas previstas en el número 1 de este artículo se impondrán a quienes lleven a cabo cualquier actividad de captación, adoctrinamiento, adiestramiento o formación, dirigida a la incorporación de otros a una organización o grupo terrorista o a la perpetración de cualquiera de los delitos previstos en este Capítulo.”

JUSTIFICACIÓN
Siguiendo las recomendaciones del Relator Especial de Derechos Humanos, se eliminan del tipo actualmente vigente aquellos elementos que no cumplen con las exigencias del principio de legalidad por encontrarse vagamente definidas y que permiten ampliar el alcance de este tipo de delito a comportamientos que no guarden relación con ningún tipo de actividad violenta. Para que una conducta sea tipificada como delito de apoyo y colaboración al terrorismo, debe quedar claro cuáles son los elementos de esa conducta  que le vincula al terrorismo y debe de facilitar actividades violentas de aquellas organizaciones, no cualquier otra.
ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se suprime el artículo 577 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

“Artículo 577.

Los que, sin pertenecer a banda armada, organización o grupo terrorista, y con la finalidad de subvertir el orden constitucional o de alterar gravemente la paz pública, o la de contribuir a estos fines atemorizando a los habitantes de una población o a los miembros de un colectivo social político o profesional, cometieren homicidios, lesiones de las tipificadas en los artículos 147 a 150, detenciones ilegales secuestros amenazas o coacciones contra las personas, o llevaren a cabo cualesquiera delitos de incendios, estragos, daños de los tipificados en los artículos 263 a 266, 323 ó 560 o tenencia, fabricación, depósito, tráfico, transporte o suministro de armas, municiones o sustancias o aparatos explosivos, inflamables, incendiarios o asfixiantes, o de sus componentes, serán castigados con la pena que corresponda al hecho cometido en su mitad superior.”

JUSTIFICACION
El agravamiento punitivo que este tipo acarrea a los tipos comunes no se halla justificado desde las necesidades  político criminales, más aun si cabe, tras la Declaración de cese de su actividad armada por parte de la organización ETA en el año 2011. Además ya existe un tipo agravado de desórdenes públicos en el artículo 557 bis, que tipifica conductas previstas en el artículo 577.

La redacción actual del 577 por otro lado contiene en su formulación una contradicción interna, toda vez que no se puede englobar entre los delitos de terrorismo las conductas de personas que no pertenecen a dichas organizaciones o grupos terroristas. Carece de toda lógica que ”Los que, sin pertenecer a organización o grupo terrorista” finalmente pueden acabar cometiendo delitos de terrorismo. No se puede afirmar lo que primero se niega.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se suprime el artículo 578 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre.

“Artículo 578.

El enaltecimiento o la justificación por cualquier medio de expresión pública o difusión de los delitos comprendidos en los artículos 571 a 577 de este Código o de quienes hayan participado en su ejecución, o la realización de actos que entrañen descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas de los delitos terroristas o de sus familiares se castigará con la pena de prisión de uno a dos años. El Juez también podrá acordar en la sentencia, durante el período de tiempo que el mismo señale, alguna o algunas de las prohibiciones previstas en el artículo 57 de este Código.”

JUSTIFICACION
La tipificación actual del delito de apología y enaltecimiento del terrorismo no garantiza adecuadamente el legítimo disfrute y ejercicio de los derechos fundamentales de la libertad de expresión y opinión.  Un Código Penal de la Democracia no debe poseer ningún instrumento que conlleve la criminalización de la actividad política.

Siguiendo las recomendaciones del Relator Especial de Derechos Humanos todas las limitaciones del derecho de participación política deben cumplir condiciones rigurosas para que sean compatibles con los principios internacionales, condiciones que la tipificación actualmente vigente de este artículo no cumple.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifique el artículo 579 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado como sigue:

“Artículo 579.

La provocación, la conspiración y la proposición para cometer los delitos previstos en los artículos 571 a 578 se castigarán con la pena inferior en uno o dos grados a la que corresponda, respectivamente, a los hechos previstos en los artículos anteriores”

JUSTIFICACION
Se suprimen los apartado 2º, 3º, 4º y 5º, por entender que suponen un agravamiento punitivo respecto a los tipos comunes que no se halla justificado desde las necesidades político criminales, más aun si cabe, tras la Declaración de cese de su actividad armada por parte de la organización ETA en el año 2011.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UN NUEVO APARTADO XXX, AL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de un nuevo apartado XXX (de numeración correlativa correspondiente) al artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se añada un nuevo artículo 579 bis a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda redactado como sigue:
“Artículo 579 bis.

En los delitos previstos en esta sección, los Jueces y Tribunales, razonándolo en sentencia, podrán imponer la pena inferior en uno o dos grados a la señalada por la Ley para el delito de que se trate, cuando el sujeto haya abandonado voluntariamente sus actividades delictivas, reconozca el daño causado y se muestre dispuesto a participar en un programa que facilite su reinserción en la sociedad.”
JUSTIFICACION
Se crea un precepto independiente con el contenido del apartado 4º del artículo 579 vigente, si bien partiendo para su redacción del texto original del artículo 579 del Código Penal de 1995, con objeto de facilitar la reinserción de los presos vinculados a la organización ETA, tras el cese de su actividad armada, que posean pronóstico favorable de reinserción.
Por técnica legislativa se considera más adecuado que la previsión normativa común a un título se articule en precepto independiente y no como apartado de un artículo con contenido diferente. 

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO TRIGÉSIMO SÉPTIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo trigésimo séptimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se introduce un nuevo capítulo VIII en el título XXII del Libro II del Código Penal, integrado por un nuevo artículo 580 bis.

“Ducentésimo trigésimo séptimo. Se introduce un nuevo capítulo VIII en el título XXII del libro II del Código Penal, integrado por un nuevo artículo 580 bis, con la siguiente redacción:

 
"CAPÍTULO VIII

 
Disposición común"

 
"Artículo 580 bis. A los condenados por la comisión de uno o más delitos comprendidos en este Título se les podrá imponer además una medida de libertad vigilada."
JUSTIFICACIÓN
El agravamiento punitivo no resulta justificado por razones de política criminal y no es acorde con el principio de proporcionalidad.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO TRIGÉSIMO OCTAVO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo trigésimo octavo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el apartado 1 del artículo 605.

Ducentésimo trigésimo octavo. Se modifica el apartado 1 del artículo 605, que queda redactado como sigue:

 
"1. El que matare al Jefe de un Estado extranjero, o a otra persona internacionalmente protegida por un Tratado, que se halle en España, será castigado con la pena prisión permanente revisable."
JUSTIFICACIÓN

En coherencia con las enmiendas de supresión de la pena de prisión permanente revisable.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO TRIGÉSIMO NOVENO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo trigésimo noveno del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el apartado 1 del artículo 607.

Ducentésimo trigésimo noveno. Se modifica el apartado 1 del artículo 607, que queda redactado del siguiente modo: 

"1. Los que, con propósito de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso o determinado por la discapacidad de sus integrantes, perpetraren alguno de los actos siguientes, serán castigados: 

1) Con la pena de prisión de prisión permanente revisable, si mataran a alguno de sus miembros. 

2) Con la pena de prisión permanente revisable, si agredieran sexualmente a alguno de sus miembros o produjeran alguna de las lesiones previstas en el artículo 149. 

3) Con la prisión de ocho a quince años, si sometieran al grupo o a cualquiera de sus individuos a condiciones de existencia que pongan en peligro su vida o perturben gravemente su salud, o cuando les produjeran algunas de las lesiones previstas en el artículo 150. 

4) Con la misma pena, si llevaran a cabo desplazamientos forzosos del grupo o sus miembros, adoptaran cualquier medida que tienda a impedir su género de vida o reproducción, o bien trasladaran por la fuerza individuos de un grupo a otro. 

5) Con la de prisión de cuatro a ocho años, si produjeran cualquier otra lesión distinta de las señaladas en los números 2 y 3 de este apartado."

JUSTIFICACIÓN
En coherencia con las enmiendas de supresión de la pena de prisión permanente revisable.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, DEL APARTADO  DUCENTÉSIMO CUADRAGÉSIMO, DEL ARTÍCULO ÚNICO, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la supresión del apartado Ducentésimo cuadragésimo del artículo único del Proyecto de Ley Orgánica por el que se modifica el número 1 del apartado 2 del artículo 607 bis.

Ducentésimo cuadragésimo. Se modifica el número 1 del apartado 2 del artículo 607 bis, que queda redactado como sigue: 

"1. Con la pena de prisión de prisión permanente revisable si causaran la muerte de alguna persona."

JUSTIFICACIÓN

En coherencia con las enmiendas de supresión de la pena de prisión permanente revisable.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la adición de una nueva Disposición Adicional  con el número correlativo correspondiente al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actualmente vigente del artículo 93 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, que quedará redactado como sigue:
“Disposición adicional XXX. se modifica artículo 93 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, que quedará redactado como sigue:

Artículo 93.

El período de libertad condicional durará todo el tiempo que le falte a la persona para cumplir su condena. Si en dicho período la persona delinquiere o inobservare las reglas de conducta impuestas, el Juez de Vigilancia Penitenciaria revocará la libertad concedida, y reingresará en prisión en el período o grado penitenciario que corresponda, sin perjuicio del cómputo del tiempo pasado en libertad condicional.”
JUSTIFICACION

No deben existir regímenes especiales de ejecución de la pena de prisión. El régimen de ejecución especial previsto en la legislación (LO 7/2003) para los condenados por delitos de terrorismo debe eliminarse. A tal efecto, se recupera la redacción del Código Penal de 1995.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DE LA DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA, DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone la modificación de la Disposición Derogatoria Única del Proyecto de Ley Orgánica por el que se deroga entre otros el artículo 89 a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, que queda con la siguiente redacción:

“Disposición derogatoria única. 
1. Queda derogado el libro III de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 

2. Se derogan los artículos  295, 299, 431, 445, 445 bis, 552, 555 y el número 2 del artículo 607 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

3. Se suprime el título XIX bis del libro II del Código Penal. 

4. Se deroga el artículo 24 de la Ley 4/2010, de 10 de marzo, para la ejecución en la Unión Europea de resoluciones judiciales de decomiso. 

5. Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo previsto en esta ley orgánica”. 

JUSTIFICACIÓN 

El Proyecto de Ley deroga el artículo 89 CP. No está suficientemente justificada la reforma del régimen de suspensión y sustitución de las penas de prisión que pretende el Proyecto de Ley. 

Con esta enmienda se mantiene vigente la redacción actualmente vigente del art. 89. 

Alterar la numeración genera problemas de coordinación normativa y comporta un perjuicio para los operadores jurídico, al dificultar el acceso a la jurisprudencia y existente en relación con la expulsión de extranjeros.
ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actual del artículo 47 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, que quedará redactado como sigue:

“Artículo cuarenta y siete LOGP

Uno. En caso de fallecimiento o enfermedad grave de los padres, cónyuge, hijos, hermanos y otras personas íntimamente vinculadas con los internos, alumbramiento de la esposa, así como por importantes y comprobados motivos, con las medidas de seguridad adecuadas, se concederán permisos de salida, salvo que concurran circunstancias excepcionales.
Dos. Igualmente se podrán conceder permisos de salida hasta de siete días como preparación para la vida en libertad, previo informe del equipo técnico, hasta un total de treinta y seis o cuarenta y ocho días por año a los condenados de segundo y tercer grado, respectivamente, siempre que no observen mala conducta.”
JUSTIFICACIÓN
Se propone suprimir el último inciso del apartado segundo del artículo 47 LOGP «siempre que hayan extinguido la cuarta parte de la condena y», dado que la regulación actual sobre los plazos de cumplimiento de condena necesarios para ejercer sus derechos en materia de permisos de salida, en este caso, resulta excesivamente anclada en el logro de la proporcionalidad con el delito cometido, cuando ciertamente el principio que ha de inspirar la fase de la ejecución de las penas no debe ser la gravedad del delito sino la reinserción de la persona que está cumpliendo una determinada pena. (art. 25.2 CE)  

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actual del artículo 63 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, que quedará redactado como sigue:
“Artículo sesenta y tres LOGP

Para la individualización del tratamiento, tras la adecuada observación de cada penado, se realizará su clasificación, destinándose preferentemente al establecimiento más cercano a lugar de residencia del penado, sin perjuicio de que el juez decida motivadamente destinarlo a otro establecimiento cuyo régimen sea más adecuado al tratamiento que se le haya señalado, y, en su caso, al grupo o sección más idóneo dentro de aquél. La clasificación debe tomar en cuenta la personalidad y el historial individual, familiar, social y delictivo del interno, así como, el medio a que probablemente retornará y los recursos, facilidades y dificultades existentes en cada caso y momento para el buen éxito del tratamiento.”

JUSTIFICACIÓN
Se propone suprimir el inciso del artículo 63 LOGP siguiente: «sino también la duración de la pena y medidas penales en su caso»; dado que la regulación actual resulta excesivamente anclada en el logro de la proporcionalidad con el delito cometido, cuando ciertamente el principio que ha de inspirar la fase de la ejecución de las penas no debe ser la gravedad del delito sino la reinserción de la persona que está cumpliendo una determinada pena (art. 25.2 CE) 
ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actual del artículo 72 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, que quedará redactado como sigue:

“Artículo setenta y dos

Uno. Las penas privativas de libertad se ejecutarán según el sistema de individualización científica, separado en grados, el último de los cuales será el de libertad condicional, conforme determina el Código Penal.

Dos. Los grados segundo y tercero se cumplirán respectivamente en establecimientos de régimen ordinario y de régimen abierto. Los clasificados en primer grado serán destinados a los establecimientos de régimen cerrado, de acuerdo con lo previsto en el número 1 del artículo 10 de esta Ley.

Tres. Siempre que de la observación y clasificación correspondiente de un interno resulte estar en condiciones para ello, podrá ser situado inicialmente en grado superior, salvo el de libertad condicional, sin tener que pasar directamente por los que le preceden.

Cuatro. En ningún caso se mantendrá a un interno en un grado inferior cuando por la evolución de su tratamiento se haga merecedor a su progresión.

Cinco. La clasificación o progresión al tercer grado de tratamiento requerirá, además de los requisitos previstos por el Código Penal, los siguientes:

a) Que la persona haya reparado o manifieste disposición a reparar el daño producido a la víctima o a la colectividad.

b) Que exista un pronóstico positivo de no reincidencia o que, en caso de que exista un pronóstico dudoso, la persona acepte someterse a las reglas de control y/o rehabilitación propuestas

c) Que las necesidades de protección de la víctima queden adecuadamente atendidas.”
JUSTIFICACIÓN
Se suprimen los apartados 5 y 6 en su actual redacción y se da nueva redacción al apartado 5 siguiendo las orientaciones del Grupo de Estudios de Política Criminal La decisión sobre la libertad condicional deber fundamentarse prioritariamente en criterios de rehabilitación y de atención a las necesidades de reparación y de protección de la víctima del delito. No deben existir regímenes especiales de ejecución de la pena de prisión. El régimen de ejecución especial previsto en la legislación (LO 7/2003) para los condenados por delitos de terrorismo debe eliminarse.
Las garantías que se establecen en la legislación actual son suficientes para evitar casos de aplicación injustificada de las instituciones de régimen abierto y de la libertad condicional a personas condenadas por terrorismo. El hecho de que la organización ETA haya puesto fin a su actividad armada debe tener un claro reflejo en el pronóstico de peligrosidad de los presos vinculados a dicha organización y permitir su acceso a las condiciones de vida que mejor favorezcan su reinserción, entendida como la capacidad de vivir en libertad sin incurrir en nuevos delitos

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actual del artículo 384bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que quedará redactado como sigue:

“Firme un auto de procesamiento y decretada la prisión provisional por ilícito contemplado en los Títulos XIX y XX, del Libro II de este Código Penal, el procesado que estuviere ostentando función o cargo público quedará automáticamente suspendido en el ejercicio del mismo. Dicha suspensión se mantendrá mientras dure la situación de prisión.”

JUSTIFICACION

La legitimación de los cargos públicos ante la sociedad requiere la supresión de la referencia, en el artículo enmendado, a “bandas armadas o individuos terroristas o rebeldes”. Se haría, con ello, extensiva la suspensión del ejercicio de la función o cargo público, una vez firme el auto de procesamiento y decretada la prisión provisional, a cualquier procesado que ostentara tal condición de servicio público y por ilícito contemplado en los Títulos XIX y XX, del Libro II de este Código Penal. 

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actual del artículo 509 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que quedará redactado como sigue:

“1. (igual)

2. La incomunicación durará el tiempo estrictamente necesario para practicar con urgencia diligencias tendentes a evitar los peligros a que se refiere el apartado anterior. La incomunicación no podrá extenderse más allá de 48 horas. No obstante, el juez o tribunal que conozca de la causa podrá mandar que vuelva a quedar incomunicado el preso, aun después de haber sido puesto en comunicación, siempre que el desenvolvimiento ulterior de la investigación o de la causa ofreciese méritos para ello. Esta segunda incomunicación no excederá en ningún caso de 48 horas.

3.- Si con posterioridad a la primera incomunicación y a su posible prórroga sobrevinieren nuevos riesgos de entidad suficiente para acordar una nueva incomunicación, se podrá autorizar por un plazo improrrogable de 48 horas y sin posibilidad de reiteraciones en el mismo procedimiento. 

4. (igual que el actual apartado 3)

5- La Policía podrá mantener incomunicado al detenido desde que se produzca una detención por su propia iniciativa, si considera que deviene imprescindible, hasta que pueda comunicarse con el Fiscal, durante el plazo máximo de tres horas.”

JUSTIFICACION

Búsqueda de un equilibrio más ponderado que el actual entre los valores de seguridad y justicia.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actual del artículo 520.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que quedará redactado como sigue:

“1. La detención y la prisión provisional deberán practicarse en la forma que menos perjudique al detenido o preso en su persona, reputación y patrimonio.

La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. Dentro de los plazos establecidos en la presente Ley, y, en todo caso, en el plazo máximo de cuarenta y ocho horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.”

JUSTIFICACION
Búsqueda de un equilibrio más ponderado que el actual entre los valores de seguridad y justicia.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a añadir un nuevo apartado 1bis al artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que quedará redactado como sigue:

“1 bis.- La permanencia del detenido en dependencias policiales será registrada en soporte apto para su reproducción en sonido e imagen, que estará a disposición del Ministerio Fiscal y Tribunal de Instancia.
Reglamentariamente se determinarán los sistemas de registro y reproducción, su funcionamiento y régimen de guarda y control.

El Tribunal ordenará la eliminación de las grabaciones cuando ya no resulte necesaria su conservación, al haber recaído sentencia o auto de sobreseimiento firmes.”

JUSTIFICACION

Mejor garantía de los derechos del detenido y de los funcionarios intervinientes.

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a suprimir el artículo 520bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

“Artículo 520 bis
1. Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos a que se refiere el artículo 384 bis será puesta a disposición del Juez competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la detención.

No obstante, podrá prolongarse la detención el tiempo necesario para los fines investigadores, hasta un límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, solicitada tal prórroga mediante comunicación motivada dentro de las primeras cuarenta y ocho horas desde la detención, sea autorizada por el Juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto la denegación de la prórroga se adoptarán en resolución motivada.

2. Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, podrá solicitarse del Juez que decrete su incomunicación, el cual deberá pronunciarse sobre la misma, en resolución motivada, en el plazo de veinticuatro horas. Solicitada la incomunicación, el detenido quedará en todo caso incomunicado sin perjuicio del derecho de defensa que le asiste y de lo establecido en los artículos 520 y 527, hasta que el Juez hubiere dictado la resolución pertinente.

3. Durante la detención, el Juez podrá en todo momento requerir información y conocer, personalmente o mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la situación de éste.”
JUSTIFICACION
Se considera suficiente y adecuado el régimen general  establecido para la puesta a disposición judicial del detenido  y para la, en su caso incomunicación: No siendo, por ello, preciso el establecimiento de regímenes especiales. 

ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actual del artículo 527 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que quedará redactado como sigue:

“Artículo 527.
El detenido o preso, mientras se halle incomunicado, no podrá disfrutar de los derechos expresados en el presente capítulo, con excepción de los establecidos en el artículo 520, con las siguientes modificaciones:

a) En todo caso, su Abogado será designado de oficio.
b) No tendrá derecho a la comunicación prevista en el apartado d) del número 2.

c) Tampoco tendrá derecho a la entrevista con su Abogado prevista en el apartado c) del número 6.

f) Derecho a ser reconocido por el médico forense o su sustituto legal y, en su defecto, por el de la Institución en que se encuentre, o por cualquier otro dependiente del Estado o de otras Administraciones Públicas.

El tiempo que dure la incomunicación el detenido será asistido cada ocho horas por el médico forense o por otro médico del sistema público de salud, salvo que requiera cuidados médicos más frecuentes. 

El Juez de Garantías controlará efectivamente las condiciones en que se desarrolle la incomunicación, a cuyo efecto requerirá información a fin de constatar el estado del detenido y el respeto de sus derechos.”

JUSTIFICACION

La privación a la persona incomunicada del derecho a que se comunique a familiar o persona que desee del motivo y lugar de la detención, previsto en el apartado d) del número 2, del artículo 520, supone una violación del tratado suscrito por el Estado español relativo a la Convención internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzada, tal y como ya le ha sido advertido a este por el Comité de Vigilancia de cumplimiento de la Convención.

Por su parte, la limitación a la persona incomunicada para que designe abogado de su confianza, teniendo que ser este siempre de oficio, y al abogado de su derecho a entrevistarse reservadamente con su cliente al término de la práctica de la diligencia en que hubiere intervenido, suponen ambas una limitación injustificada del derecho a la defensa y una criminalización, también arbitraria, de la función defensora.
Congruentemente con estas enmiendas se derogan el artículo 520 bis y el artículo 527 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
ENMIENDA, DE ADICIÓN, DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN FINAL XXX, PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. (NÚM. EXPTE. 121/000065)
Se propone añadir una nueva Disposición Final XXX (de numeración correlativa correspondiente) al Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que venga a modificar la redacción actual del artículo 579 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que quedará redactado como sigue:

“1. Podrá el Juez acordar la detención de la correspondencia que el procesado, por cualquier medio, remitiere o recibiere y su apertura y examen, si hubiere indicios de obtener por estos medios el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa.

2. Asimismo, el Juez podrá acordar, en resolución motivada, la intervención de las comunicaciones telefónicas, electrónicas o por cualquier otro medio, del procesado, si hubiere indicios de obtener por estos medios el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa.

Esta intervención será excepcional, proporcional, con finalidad exclusiva probatoria, atendiendo al principio de especialidad de hecho delictivo, requiriendo la existencia previa de indicios de comisión de delito grave y de investigación penal y afectando exclusivamente a teléfonos o medios de personas indiciariamente implicadas, ya sean como titulares o usuarios habituales.

El desarrollo de la intervención se realizará bajo control judicial.

3. De igual forma, y con los mismos requisitos señalados en el párrafo segundo del apartado anterior, el Juez podrá acordar, en resolución motivada, por un plazo de hasta tres meses, prorrogable por iguales períodos, la observación de las comunicaciones postales, telegráficas, telefónicas o por cualquier otra tecnología de la información de las personas sobre las que existan indicios de responsabilidad criminal, así como de las comunicaciones de las que se sirvan para la realización de sus fines delictivos. En ningún caso se concederán observaciones, e intervenciones de manera indefinida.”

JUSTIFICACION
-Apartado 1.

Mejora técnica
-Apartado 2, párrafo primero.

La inclusión en el párrafo primero de la referencia a comunicaciones electrónicas o por cualquier medio es necesaria para adecuarse a la realidad.

-Apartado 2, párrafos segundo y tercero.

La inclusión en el párrafo segundo de la expresión “excepcional”, responde al ATS, 18 de junio de 1992 

La inclusión en el párrafo segundo de la expresión “proporcional”, responde a las STS, 20 de mayo de 1994 y 12 de enero de 1995.

La inclusión en el párrafo segundo de la expresión “con finalidad exclusiva probatoria”, responde a la STS, 12 septiembre de 1994.

La inclusión en el párrafo segundo de la expresión “atendiendo al principio de especialidad de hecho delictivo”, responde a los AATS, 18 de junio de 1992 y 20 de mayo de 1994.

La inclusión en el párrafo segundo de la expresión “requerirá la existencia previa de indicios de comisión de delito grave y de investigación penal”, responde al STS, 18 de abril de 1994. 

La inclusión en el párrafo segundo de la expresión “  afectando exclusivamente a teléfonos o medios de personas indiciariamente implicadas, ya sean como titulares o usuarios habituales. ”, responde a la STS, 25 de junio de 1993.

La inclusión en el párrafo tercero de la expresión “El desarrollo de la intervención se realizará bajo control judicial”, responde a la STS, 18 de abril de 1994.

-Apartado 3.

La inclusión de la expresión “con los mismos requisitos señalados en el párrafo segundo del apartado anterior”, se realiza por coherencia con la introducción de los párrafos segundo y tercero en el apartado 2 anterior.

La inclusión de la expresión “En ningún caso se concederán observaciones, e intervenciones de manera indefinida”, responde a la STS, 9 de mayo de 1994.

-La supresión del apartado 4 responde al principio de exclusividad jurisdiccional (STS. 12 de marzo de 2004).
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